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La responsabilidad del abogado litigante en el contexto Colombiano, ha sido 
tradicionalmente percibida desde el ámbito netamente disciplinario, dejando 
de lado la responsabilidad civil que existe frente a su poderdante, lo cual ha 
sido opacado por preceptos como  la naturaleza de su servicio al ser de medios 
y no de resultados,  no existir un compendio de normas expresas  que rijan la 
profesión, ausencia de estipulaciones contractuales con el poderdante sobre 
el servicio prestado y falta de conocimiento  en las obligaciones del togado y 
derechos del poderdante entre otras.  
 
De allí lo importante de visibilizar la responsabilidad civil, como un compromiso 
latente, propio del servicio prestado por el abogado litigante, exigible dado los 
intereses que representa y concordante con los cánones del contrato de 
mandato que encuadra; como quiera que no puede, ni debe tenerse como una 
consideración genérica al momento de asumir una negligencia profesional,  es  
necesario  determinar bajo qué supuestos, el apoderado judicial incurre en 
responsabilidad civil frente a su mandante, que sufrió detrimento en su 
patrimonio por causa del fracaso en sus pretensiones. 
 
Es relevante, para el contexto de este trabajo, precisar que la responsabilidad  
del abogado litigante se extiende tanto a la representación de la parte 
demandante como  de  la parte demandada, ya que debe estar presto, atento 
y diligente a lo que concierne a cada uno de los extremos, pues  mientras la 
parte activa tiene unas expectativas materializadas en las pretensiones de la 
acción, la  parte pasiva  centra sus intereses en una contención, representada 
en unas excepciones o en una alzada  especifica que lo exonere de 




Si bien es cierto, la obligación del mandatario es de medio y no de resultado, 
el servicio prestado por el abogado litigante está sujeto a un contrato de 
mandato1 que trasciende y obliga más allá de lo escrito en el acto, sus 
facultades no son limitadas a las conferidas contractualmente y la autonomía 
que se le otorga en su estrategia de defensa junto con la potestad de toma de  
decisiones unilaterales otorgadas por el Código General del Proceso, lo 
obligan a que su ejercicio sea de una destreza y  diligencia tal, que no 
perjudique el patrimonio del poderdante, pues en su evento, debe responder 
con su propio patrimonio, al respecto, la doctrina foránea, refiere: 
 
“…parece claro que la responsabilidad derivada del incumplimiento de sus 
obligaciones, por su negligencia o impericia, es contractual, debiéndose aplicar 
el régimen previsto en los artículos 1101 y ss. CC, lo que tiene trascendencia 
en relación con la determinación de la cuantía indemnizatoria…”2 
 
En la práctica judicial, se aprecia multiplicidad de situaciones donde  la 
intervención del letrado con una conducta desprovista  de cuidado, pericia y 
diligencia, determina el fracaso del litigio y con ello los intereses de sus 
representados, traducidos en las pretensiones fijadas o excepciones 
propuestas; el descuido y ligereza  en sus escritos, el negligente seguimiento 
a los procesos que repercute en la pérdida de oportunidades para defender 
los intereses de su representado, la contención ineficaz como parte pasiva,  la 
inasistencia a audiencias donde se decide la suerte de la litis, la falta de pericia 
en la naturaleza del proceso en que se comprometió o el no sopesar los 
riesgos frente a alternativas que mitiguen el daño, la insuficiencia de un 
despliegue jurídico que propicie  éxito  y oportunidad, el generar falsa 
expectativas en el poderdante,   entre otras, son situaciones que hacen del 
                                                 
1 ARTICULO 2142. “El mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más 
negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera…” 
2 SERRA RODRÍGUEZ, Adela. La responsabilidad civil del abogado. Elcano (Navarra): Editorial 
Aranzadi, 2001. p. 159. 
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abogado litigante  sujeto de  una responsabilidad profesional, que se traduce  
en un reproche civil.  
 
Por lo anterior, este trabajo busca ser útil para los abogados litigantes, 
quienes, al reconocer los riesgos de ejercer la representación judicial, adopten 
estándares altos en su ejercicio profesional a fin de evitar la causación de 
daños a sus poderdantes por una mala praxis y a su propio patrimonio, sin 
perjuicio de responder disciplinaria y/o penalmente. 
 
Para abordar el tema planteado, es necesario remitirnos a la relación 
contractual del abogado litigante con su mandante, que pueda determinar los 
compromisos que adquiere al asumir el rol de abogado, así como al  estudio 
de la responsabilidad civil contractual y los elementos que la componen, con 
lo que se puede encuadrar el contexto general en que el profesional puede 
incurrir en responsabilidad patrimonial frente al fracaso de las pretensiones por 





I. LA RELACIÓN CONTRACTUAL ENTRE EL MANDANTE Y SU 
APODERADO JUDICIAL Y SU ROL EN EL CÓDIGO GENERAL 
DEL PROCESO.  
 
La responsabilidad del abogado, nace desde el mismo momento en que un 
profesional en Derecho ejerce la representación de otra persona, pues implica 
de forma directa asumir un rol ante la sociedad, ante un tercero y ante sí 
mismo, que debe ejecutar cumpliendo con unos principios, deberes y 
obligaciones que enmarcan la profesión del Litigante. 
 
Es así que en esta primera parte se abordará la normatividad que ha regulado 
la profesión del abogado litigante para identificar su marco de responsabilidad 
profesional; la naturaleza de sus obligaciones, la relación contractual con su 
mandante, la responsabilidad civil derivada del contrato de mandato y el rol 
que le asiste en el marco del Código General del Proceso.  
A. CONTEXTO NORMATIVO DEL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA EN 
COLOMBIA.    
 
El acto legislativo N° 01 de 1918 que sustituyo el artículo 44 de la Constitución 
Política de 18863, vigente a esa fecha, buscó regular la profesión del abogado, 
dada su incidencia en la justicia y su protagonismo en todas las esferas del 
poder. Posteriormente entró en vigencia la ley 62 de 1928, por medio de la 
cual se reglamentaba el ejercicio de la abogacía, cuya expedición fue el 16 de 
                                                 
3 Artículo 44°. Toda persona podrá abrazar cualquier oficio y ocupación honesta sin necesidad de 
pertenecer a gremio de maestros o doctores.   
Las autoridades inspeccionarán las industrias y profesiones en lo relativo a la moralidad, la seguridad y 
la salubridad públicas. La ley podrá ordenar la revisión y fiscalización de las tarifas y reglamentos de las 
empresas públicas de transporte o conducciones y exigir títulos de idoneidad para el ejercicio de las 
profesiones médicas y de sus auxiliares y de la de abogado.”  
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octubre de 1928 y cuya vigencia se extendió hasta el 01 de marzo de 1971, 
reglamentada por el decreto 2399 de 1928. 
 
Esta ley ordinaria, contextualizó el ejercicio de la abogacía en un compendio 
de normas que incluía los requisitos para obtener el título de “doctor o 
licenciado”, haciendo alusión al cobro y pago de honorarios, entre otros; 
seguidamente se expidió la ley 21 de 1931, que recabó en facultar al 
ciudadano que no fuera abogado titulado para ejercer en ciertas 
circunstancias, como cuando no existieran abogados registrados en los 
circuitos territoriales4. 
 
El 12  de febrero de 1971, se expidió el decreto 196, el cual fue denominado 
como El estatuto del Abogado, el cual además de derogar las leyes anteriores 
y los decretos 230, 764, 1158, 1350 y 1766 de 1970,  reglamentó, con fuerza 
de ley, aspectos tales como: objetivos de la profesión, el ejercicio de la 
profesión, la inscripción y vigilancia de la profesión, los deberes profesionales 
del abogado,  el régimen disciplinario,  la vigencia del estatuto y además 
introduce por primera vez  la institución de los consultorios jurídicos. Tal fue el 
espíritu que lo revistió, que a la fecha sigue vigente parte del mismo, 
subsistiendo como un verdadero estatuto de la profesión, en paralelo con la 
ley 1123 de 2007 o código disciplinario del Abogado, cuyo texto fue expedido 
y publicado el 22 de enero  2007 y en cuyo artículo 112, prescribió que “deroga 
en lo pertinente el Decreto 196 de 1971, el artículo 13 del Decreto 1137 de 
1971, la Ley 20 de 1972, y demás normas que le sean contrarias”. Así las 
cosas, y teniendo como base la legislación que regula el ejercicio del Abogado, 
                                                 
4 Ley 21 de 1931.  Artículo 2º. En los lugares cabecera de Circuito Judicial en que no haya abogados 
inscritos, o cuando no haya más que uno, pueden ejercer la profesión de abogado, mediante licencia 
especial que debe otorgar. el respectivo Tribunal Superior, aquellos individuos que comprueben haber 
ejercido la profesión en cualquier parte del país, por tiempo no menor de dos años y con honorabilidad 
y buen crédito… 
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se abordará la responsabilidad contractual que le asiste al abogado litigante 
frente a su mandante. 
B. RELACIÓN CONTRACTUAL ENTRE MANDANTE Y MANDATARIO.  
 
El abogado litigante en Colombia, inicia su representación dentro de un 
proceso con un poder5 que se suscribe con su mandante por escrito o en 
audiencia, que lo legitima para representar unos intereses, confiados a su 
servicio, habitualmente precedido de un acuerdo verbal o escrito que contiene 
los compromisos frente al servicio prestado.  
 
Para precisar el término de abogado litigante, a efectos de contextualizar su 
responsabilidad dentro de este trabajo de investigación, es menester iniciar 
por su rol dentro de la litis, el cual consiste en la representación judicial de la 
parte, la doctrina nacional al conceptualizar el término “parte” luego de hacer 
alusión a la complejidad de unificar dicho concepto, refiere:   
 
“…Es así como en unos casos se designa como parte a cualquier sujeto de 
derecho que interviene dentro del proceso, lo que constituye la aceptación 
amplia de parte y, en tal orden de ideas serán parte el demandado, el 
demandante, el llamado en garantía, el incidentante que busca el levantamiento 
de una medida cautelar, el coadyuvante. En suma quien de una u otra manera 
está facultado para intervenir dentro del proceso…”6 
 
Pero no basta con tener la calidad de parte, sino que se busca que el acceso 
a la justicia sea eficiente para todo aquel que lo requiera, por ello la ley prevé, 
salvo contadas excepciones, la gestión profesional de un abogado, como 
actualmente se preceptúa en el artículo 73 del Código General del Proceso. 
                                                 
5 Artículo 73 del C.G.P. DERECHO DE POSTULACIÓN. Las personas que hayan de comparecer al 
proceso deberán hacerlo por conducto de abogado legalmente autorizado, excepto en los casos en que la 
ley permita su intervención directa. 
6 LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Código General del Proceso Parte General. Bogotá: Dupre Editores, 




Así las cosas, son los abogados litigantes, los que se apersonan de la 
representación de las partes, por supuesto, bajo los más altos preceptos de 
honestidad y profesionalismo, al tenor de lo prescrito en el artículo 2° del 
Decreto 196 de 1971, que dispone:  
 
“La principal misión del abogado es defender en justicia los derechos de la 
sociedad y de los particulares. También es misión suya asesorar, patrocinar y 
asistir a las personas en la ordenación y desenvolvimiento de sus relaciones 
jurídicas”.  
 
Se parte de que la relación abogado-poderdante es predominantemente 
contractual, enmarcada en lo presupuestado en el Código Civil Colombiano en 
concordancia con lo establecido para el efecto en el Código General del 
Proceso, en el Código Disciplinario del Abogado (ley 1123 de 2007) y en la 
misma Lex Artis que encuadra la profesión, reiterando, que, para efectos de 
esta investigación, se centrará en el abogado litigante representante de 
intereses privados.  
 
El abogado litigante ha tendido a forjar su relación contractual, con base en el 
mandato7 que define y regula el Código Civil Colombiano, infiriéndose  que la 
generalidad del mismos obedece a un contrato bilateral, como lo señala el 
artículo 1496 del Código Civil, ya que  las partes contratantes se obligan 
recíprocamente, donde el abogado litigante presta su servicio como 
profesional del derecho y el mandante o poderdante se obliga a la cancelación 
del pago estipulado y en la forma establecida en el contrato suscrito por las 
                                                 
7  PENA NOSSA, Lisandro. De los contratos mercantiles: nacionales e internacionales (5a ed.). Bogotá: 
ECOE editores, 2014.   “Etimológicamente, hemos relacionado al abogado-poderdante bajo el mandato, 
que viene de la palabra latina mandatum, derivada a su vez de la expresión manus datio que en el 
derecho romano significa el estrechamiento de la mano derecha de una persona que encargaba una 




partes, siendo un contrato oneroso, en la mayoría de los casos, sin perjuicio 
de casos puntuales en los cuales no se cumple esta condición. 
 
En sentencia SL10220-2017 de la Corte Suprema de Justicia – Sala de 
Casación Laboral, se menciona, con respecto al régimen legal que regula la 
prestación profesional de servicios del abogado lo siguiente:  
  
“… En principio, el régimen legal que regula la prestación profesional de 
servicios de los abogados es el previsto para el contrato de mandato en el libro 
IV, título 28 del Código Civil, no solo por la naturaleza misma de la actividad 
que cumplen dichos profesionales, sino en virtud de lo definido por el artículo 
2144 de dicho estatuto, en tanto prevé que los servicios de las profesiones y 
carreras que suponen largos estudios o que implican la facultad de representar 




Es así, que la jurisprudencia desde tiempo atrás, ya había zanjado la discusión 
entre el contrato de prestación de servicios y el de mandato, reduciendo el 
primero al arrendamiento de servicios y el segundo a que los actos ejecutados 
fuesen jurídicos.  En Jurisprudencia 1207 de 1951, de la Corte Suprema de 
Justicia, cita dentro su contenido:    
 
 “... "El arrendamiento de servicios inmateriales puede revestir tres formas 
distintas: de obra aislada; el que consiste en una serie de actos; y finalmente el 
prestado por profesionales".... "Este último se parece al mandato, pero difiere 
de él en razón de los actos ejecutados. Si éstos son actos jurídicos, se da el 
mandato; en caso contrario, se está en presencia del arrendamiento".  
 
Como se observa, el contrato de prestación de servicios y  el contrato de 
mandato, tienen fuentes diferenciales y por supuesto, su reglamentación  y 
naturaleza son disimiles, sin embargo, frente al marco contractual del abogado 
con su poderdante, se tiende  a tratar indistintamente el contrato de prestación 
de servicios con el contrato de mandato, tanto en la práctica como en la misma 
jurisprudencia, debiéndose para todos los efectos, asumir que es el contrato 
de mandato  el que impera en Colombia para la relación contractual entre este 
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togado y su cliente. Así las cosas, el marco contractual es el del Mandato, 
definido por el artículo 2142 del Código Civil, como: 
 
“…un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más negocios a 
otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera…”  
 
Contrato en el cual se establece claramente una eminente relacion del servicio 
prestado por el  abogado litigante frente a su poderdante, como lo establece 
el articulo 2144 ibidem, de la extensión del régimen del mandato a profesiones 
y carreras, en el cual es explícito al mencionar que: 
 
“Los servicios de las profesiones y carreras que suponen largos estudios, o a 
que está unida la facultad de representar y obligar a otra persona, respecto de 
terceros, se sujetan a las reglas del mandato.”.  
 
Hay características que la misma ley asigna y que poco a poco han ido 
fortaleciéndose como propias del mandato del abogado con su poderdante y 
otras que se han abierto espacio en la cotidianidad de esta relación, por 
ejemplo, con respecto al convenio del contrato de mandato,  se presumiría que 
siempre debiera ser expreso, ya fuera  escrito o verbal, por las implicaciones 
y naturaleza del encargo, sin embargo  puede ser tácito8, al convalidarse  con 
el conferir  de un memorial poder escrito o su concesión verbal en diligencia, 
para que el abogado litigante asuma la representación judicial, muchas veces 
incluso sin verbalizar cláusula alguna, más que salir avante con las 
pretensiones propias de la parte.  
 
Es de resaltar para efectos de contextualizar la relación litigante – poderdante, 
que “la simple recomendación de negocios ajenos no es, en general, mandato” 
como lo estipula el artículo 2147 del Código Civil, excepto casos puntuales, 
                                                 
8 Código Civil - articulo 2150. <Perfeccionamiento del Mandato>. El contrato de mandato se reputa 
perfecto por la aceptación del mandatario. La aceptación puede ser expresa o tácita. 
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mientras que el contrato de mandato se perfecciona por la aceptación del 
mandatario.  
 
Se concluye que el contrato de mandato entre poderdante y mandatario, no 
refiere ninguna formalidad, más que la voluntad de las partes y la 
materialización de un acto que así lo reconozca, siendo su configuración, una 
conducta socialmente aceptada, sin que la ley imponga una forma especial o 
restringida. La jurisprudencia (Sentencia 4534 del 16 de octubre de 1997, Sala 
Civil), conceptualiza el contrato así: 
 
“mandato es, por definición, un contrato en que una persona confía la gestión 
de uno o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo 
de la primera. Tal acuerdo, por ser de naturaleza consensual, siguiendo las 
voces del artículo 2150 del Código Civil, se perfecciona con la sola aceptación, 
expresa o tácita del mandatario, bastando, por ende, con adelantar cualquier 
acto encaminado a su ejecución para que se constituya y perfeccione…”.  
 
Lo anterior no excluye obligación alguna, ni exime de honorarios al mandate, 
no excusa de responsabilidad penal, civil o disciplinaria al profesional, por el 
contrario,  con todas las acciones legales que se han dispuesto para cobro de 
honorarios, para reclamar perjuicios y demás, se denota que para la ley basta 
que un abogado asuma la representación de una persona, que ha conferido 
poder para ello, para que las disposiciones que existen respecto de la relación 
contractual se presuman y se protejan equidistantemente.  
 
Así las cosas, frente a las obligaciones del mandante, el artículo 2184 del 
Código Civil, indica:  
 
“El mandante es obligado: 1. A proveer al mandatario de lo necesario para la 
ejecución del mandato. 2. A reembolsarle los gastos razonables causados por 
la ejecución del mandato. 3. A pagarle la remuneración estipulada o usual. 4. A 
pagarle las anticipaciones de dinero con los intereses corrientes. 5. A 





Como vemos, estas obligaciones estipuladas en el Código Civil, son apenas 
la base de las que se acostumbran en el mandato del abogado, siendo las 
principales, ya que es el mandante quien en últimas asume los resultados del 
negocio encomendado. Al respecto:  
 
“La necesidad del mandante, la afectación de su patrimonio y el riesgo que 
asume, hacen del mandato un contrato principalmente en interés suyo, y no del 
mandatario, aunque haya para este una remuneración o una ventaja económica 
adicional, las cuales pueden no existir, como en el caso de un mandato 
gratuito….”9 
 
Hay que resaltar que el mandante no solo está obligado al pago de la 
remuneración pactada, sino a entregar al mandatario toda la información 
requerida para el desarrollo de su encargo. Más adelante, veremos como el 
derecho procesal, exige del mandante una posición más activa y protagonista 
en el desarrollo de la litis, en un trabajo que insustituiblemente debe ser 
mancomunado con el mandatario. 
 
Por otro lado, el mandatario de conformidad con el Código Civil, debe actuar   
según lo convenido con el mandante, ciñéndose rigurosamente a los términos 
del mandato y rendir cuentas de su gestión, salvo actuaciones urgentes que 
permiten asegurar el cumplimiento del mandato y en general comprometan de 
forma considerable los intereses del mandante, siempre dentro de la buena fe 
que enmarca este contrato. 
 
Por último y no menos importante, es la remuneración dentro de esta relación 
contractual.  El artículo 2143 del Código Civil, nos dice que el mandato puede 
ser oneroso o gratuito. Como se expuso, la jurisprudencia lo asimila como 
preferentemente oneroso y más aún, cuando se enfoca a una profesión liberal 
como la del litigante, es más, ante un conflicto entre sus partes, se asimila 
                                                 
9 ESCOBAR SANÍN, Gabriel. Negocios civiles y comerciales y negocios de sustitución. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 1987. p. 377    
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como un contrato oneroso, cuya remuneración puede ser reclamada por el 
mandatario a través de un incidente de fijación de honorarios o a través de un 
proceso declarativo laboral, que determinará el quantum a pagar. En 
Colombia, los Colegios de Abogados, como Conalbos, fijan sus tarifas en un 
intento de estandarizar o trazar patrones para que los profesionales partan de 
una base, pero finalmente estas remuneraciones se pactan entre las partes, 
siempre buscando, como lo establece el artículo 28 de la ley 1123 de 2007, 
obedecer a un criterio equitativo, justificado y proporcional frente al servicio 
prestado. Al respecto, se considera como criterios al momento de fijar 
honorarios:    
 
“el trabajo efectivamente desplegado por el abogado, el prestigio del abogado, 
la complejidad del asunto, el monto o la cuantía de la pretensión, la capacidad 
económica del cliente, la voluntad contractual de las partes “y las formas 
acostumbradas por los abogados, para fijar sus honorarios, como: “ Suma fija, 
Porcentaje, Cuota litis, honorario mixto, Cobro por horas, Prima de éxito y  El 
modelo Summit”10 
C. LA OBLIGACIÓN CIVIL DEL ABOGADO.  
 
Han sido varias las concepciones que ha pretendido recoger la 
Responsabilidad Civil, convergiendo todas en la reparación del daño, por 
ejemplo, Posada,  hace una recopilación de definiciones al respecto, de las 
cuales se traen a este trabajo las siguientes:  
 
 “Todo problema de responsabilidad supone un daño cuya victima pide 
reparación; a diferencia de la responsabilidad moral, la responsabilidad jurídica 
no existe sin una acción o una abstención y sin perjuicio”.11  
 
                                                 
10 TOBÓN FRANCO, Natalia. Marketing Jurídico. Bogotá: Editorial Universidad de Rosario. 2009. 
pp. 240 – 246. 
11 Henry y Leon Mazeaud y Andre Tunc, t, I, op, cit., p. 7. 
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 “Consiste en reparar el daño que se ocasione a otra persona en relación causal 
con el incumplimiento de un deber jurídico sin causa que lo justifique.”12  
 
Por su parte, el artículo 2341 del Código Civil establece el principio general de 
la responsabilidad civil:    
 
“ARTÍCULO 2341. El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a 
otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley 
imponga por la culpa o el delito cometido”. 
 
Nuestra doctrina considera, que la responsabilidad civil conlleva obligaciones, 
que por su origen pueden ser contractuales o extracontractuales, por la clase 
de las mismas, de medio o de resultado y por su contenido de dar, hacer o no 
hacer; clasificación de responsabilidad objetiva o subjetiva, siendo la primera 
contentiva de una presunción de culpa o presunción de responsabilidad o de 
una responsabilidad sin culpa, y la segunda, que exige la existencia de una 
conducta con dolo o culpa.  
 
Al referirnos a la responsabilidad del abogado, automáticamente, nos 
remitimos a las normas disciplinarias, posiblemente por la función social que 
cumple la abogacía y el concepto excelso  que se tiene de la justicia y del 
litigante, sin embargo, no hay que perder de vista, que la responsabilidad civil 
del profesional en derecho, también es una máxima, que demanda que dentro 
del actuar del abogado no solo debe  involucrarse una obligación para con la 
sociedad, sino que  su compromiso y exigencia  debe ser responsiva con su 
poderdante, quien tiene unas expectativas, necesidades y quereres, que debe  
compilar  el abogado, forjarlos  y proyectarlos en una acción, con el cuidado y 
diligencia propia de un profesional, que se obliga y se compromete frente a las 
mismas. Al respecto: 
                                                 
12 SANTOS BALLESTEROS, Jorge. Instituciones de responsabilidad civil, t,I, Bogotá: Pontifica 




“En el Derecho francés, los hermanos MAZEAUD, entre tantos otros, concluyen 
que “…los abogados, dicen con claridad que “están sometidos al derecho 
común de la responsabilidad: responsabilidad delictual y cuasidelictual en 
relación con los terceros: contractual para con sus clientes, sin que haya que 
distinguir según que la culpa cometida sea profesional o no. Es decir que no se 
podría suscitar la cuestión de exigir del abogado una culpa lata o una culpa 
voluntaria”13 
 
Lo anterior no significa más, que el abogado también es responsable 
civilmente, sin ninguna distinción por su profesionalismo o función social, o 
cualquier diferenciación o clasificación que quiera atribuírsele.  
 
Así las cosas, la responsabilidad civil se instituye como una obligación de 
reparar un daño causado, siendo pertinente abarcar la Responsabilidad 
contractual, que nace para el caso concreto del vínculo Abogado – poderdante 
materializado en el contrato de mandado, regido en el Código Civil 
Colombiano, como ya se expuso, retomando que estamos frente a una 
obligación de medio y no de resultado, donde se impone desmostar la 
negligencia, falta de pericia o descuido del deudor. 
 
Vale la pena resaltar que la clasificación de obligaciones de medio y 
obligaciones de resultado, se ha basado en la doctrina francesa DEMOGUE14, 
y ha sido ampliamente aceptada en la jurisprudencia nacional; por ejemplo, en 
Sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, MP. Juan 
Francisco Mújica, de fecha 31/05/1938, se resalta lo siguiente: 
 
“Ahora bien. En materia de responsabilidad civil contractual, la división clásica 
en obligaciones de dar, de hacer o de no hacer, y la posterior a esta, en 
                                                 
13 PADILLA, Rodrigo.  Responsabilidad civil profesional. con especial atención a la responsabilidad de 
los médicos, abogados y escribanos [en línea]. Disponible en Internet 
<URL:http://www.acaderc.org.ar/doctrina/la-responsabilidad-civil-profesional.-con-especial-atencion-
a-la-responsabilidad-de-los-medicos-abogados-y-escribanos>,  
14 Cfr. DEMOGUE, René. Traité des Obligations en Général (Tome V). Ed. Librairie Arthur Rousseau 
et Cie., Paris. 1923, pp. 538-545. 
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obligaciones positivas y negativas, no proporciona un método para la solución 
de los problemas referentes a la culpa y a la carga de la prueba. Débese a la 
clasificación introducida por Demogue en obligaciones de resultado y en 
obligaciones de medios (sentencia del 30 de noviembre de 1935, Gaceta 
Judicial número 1905 y 1906) el que haya logrado superar la mayor parte de las 
dificultades que a ambos respectos suelen presentarse.” 
 
La responsabilidad contractual, se fundamenta entonces en la culpa del 
deudor y la obligación de resarcir los daños inferidos por el incumplimiento de 
las obligaciones plasmadas en un contrato, está regulado por el código civil en 
el Titulo XII de libro IV, Del efecto de las obligaciones, articulo 1602 y ss, donde 
es claro el alcance del contrato como una ley para las partes, el presupuesto, 
como lo indica el artículo 1603 ibídem, de ejecutarse de buena fe.  
 
Como lo habíamos señalado, el contrato de mandato, no siempre es expreso 
en su clausulado cuando media la voluntad de abogado y poderdante, de allí 
lo vital de conocer el alcance de las obligaciones del profesional y la naturaleza 
de las mismas, para conocer sus efectos.  
 
El artículo 2155 del Código Civil nos indica que: 
 
“El mandatario responde hasta de la culpa leve en el cumplimiento de su 
encargo. Esta responsabilidad recae más estrictamente sobre el mandatario 
remunerado...”,  
 
Lo que en concordancia con el articulo 1604 ibídem, que nos habla que el 
deudor es responsable hasta de la culpa leve en los contratos para beneficio 
reciproco de las partes, nos asegura, que se exigirá esta entre abogado y 
mandante.   
 
En este punto, es donde hay que traer a colación qué se entiende como 
diligencia o cuidado ordinario o mediano en un abogado litigante, quien más 
allá de actuar bajo el principio de la Buena fe, debe actuar con el conocimiento 
de su alcance profesional, pues el mandato no es solo un mero encargo de 
13 
 
gestión técnica ante un tribunal, sino el depósito de la confianza en una 
promesa sobre un encargo discutido y calificado por el abogado.  
 
Es preciso resaltar que la responsabilidad del abogado se extiende hasta la 
culpa leve, entendiéndose lo que significa, que no es esta la única posición a 
calificar. La Corte Suprema de Justicia con ponencia del Doctor LUIS 
ARMANDO TOLOSA VILLABONA en sentencia STC11843-2019, lo explica 
así: 
 
“Cuanto refiere la comentada regla en aquéllos contratos, es que el contratante 
“incumplido” responde “hasta” por “culpa leve”, es decir, si su conducta no 
alcanza ese nivel y se queda en una mera “culpa levísima”, pues su actuar se 
opone a “la suma diligencia o cuidado”, no está llamado a responder o cubrir los 
daños derivados de esa gestión. 
 
Pero si, a contrario sensu, la falta a él atribuida, como lo indica el artículo 63 del 
Código Civil, no atiende “el cuidado que aun las personas de poca prudencia 
suelen emplear en sus negocios propios” (culpa grave) o “el cuidado que los 
hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios” (culpa leve), habrá 
de asumir las consecuencias adversas de su actuar despreocupado; y con 
mayor razón si al calificarla, deviene como grave.”       
 
Frente a la obligación de medio, lo que compete al abogado litigante es 
demostrar que puso todo su empeño profesional, en la integridad que el 
termino exige, siendo cuidadoso y diligente, reiterando que las resultas en los 
encargos generalmente encomendados a él, no dependen de la prestancia de 
su servicio, sino que hay variables incontrolables que deben asumirse como 
riesgo propio de un litigio. Se hace preciso, entonces, identificar qué es lo 
exigido al abogado, o más bien, dentro de que normatividad se encuadra esa 
diligencia, pericia y cuidado.   
 
A lo largo de esta investigación se ha ido hilando el campo de acción del 
abogado litigante, conociendo sus facultades y obligaciones en el Código 
General del Proceso, construyendo apartes de la Lex Artis del mismo, siendo 
preciso detenernos en este punto, en la ley 1123 de 2007, si bien se concibió 
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como el código disciplinario del abogado, debe conceptualizarse más como el 
estatuto del abogado que acerca la multiplicidad de obligaciones y deberes 
que atañen a este profesional.     
 
Es así, que el artículo 28 de la ley 1123 de 2007, se refiere a los deberes del 
abogado en 21 numerales, que atañen entre otros, la observancia y 
actualización de los conocimientos inherentes al ejercicio de la profesión, la 
colaboración y prestancia con la justicia y todos sus intervinientes en especial 
con respecto al colegaje, la guarda del secreto profesional, la atención con  
celosa diligencia de sus encargos profesionales, la prevención  de litigios 
innecesarios, inocuos o fraudulentos, entre otros. 
 
Dentro del mismo estatuto, se clasifican las faltas, de acuerdo a su 
destinatario, particularizándose así, las faltas contra la dignidad de la 
profesión;  el decoro profesional;  el respeto debido a la administración de 
justicia y a las autoridades administrativas;  la recta y leal realización de la 
justicia y los fines del Estado; la  lealtad con el cliente; la honradez del 
abogado; la lealtad y honradez con los colegas; la debida diligencia 
profesional; el deber de prevenir litigios y facilitar los mecanismos de solución 
alternativa de conflictos; el ejercicio ilegal de la profesión, entre otras.  
 
Es así, que el abogado además de actuar con buena fe dentro del contrato de 
mandato o de sentir suficiencia en el aval que le ha dado el Consejo Superior 
de la Judicatura a través de su licencia profesional, o los títulos que 
amalgaman su carrera  o la ausencia de quejas o faltas, debe actuar con el 
pleno convencimiento de que existen unos compromisos  con su  cliente, que 
implican en su persona una responsabilidad civil, con la capacidad de 
obligarse de tal forma, que no haya espacio para un mínimo cuestionamiento 
en su actuar profesional, sino que por el contrario, exista la satisfacción en su 




Lo anterior solo se logra, cuando se parte de una relación contractual clara, o 
por lo menos con una delimitación sensata de su objeto,  cuando se logra 
calificar el asunto encomendado a tal punto de ofrecer un panorama acorde 
con su capacidad y por qué no,  medido en una osadía aceptable que desafíe 
lo maleable y humano del derecho, sin que ello implique actuar de forma 
unilateral o bajo la desinformación del cliente y menos aún,  fundamentado en 
azares propios de una ignorancia atrevida o descarada, que cree falsas 
expectativas,  asegure resultados o subestime los intereses del poderdante.   
D. RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL  
 
A través del tiempo, se ha hablado del contrato de prestación de servicios para 
profesionales, con el ánimo de diferenciarlo del típico contrato laboral, sin 
embargo, frente al servicio que presta el abogado, dada la naturaleza de 
representación que lo enmarca y las gestiones por él desarrolladas, se apartó 
su regulación al contrato de mandato. Como se evidencia, la fuente de la 
responsabilidad del abogado Litigante es el contrato, definido por el del artículo 
1495 del Código Civil, como el acto por el cual una parte se obliga para con 
otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa y de este se deriva la responsabilidad 
hacia su mandante. 
 
1. Elementos de la responsabilidad contractual 
 
Partiendo del contrato como ley entre las partes, como lo reza el artículo 1602 
del Código Civil, el cual debe ejecutarse, a voces del artículo 1603 ibídem, de 
buena fe, lo que obliga no solo a lo que en él se expresa, sino a todas las 
cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por 
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ley le pertenece a ella (como a su tenor se lee), discriminaremos los elementos 
de la responsabilidad contractual. 
 
La doctrina nacional, refiere como elementos de la responsabilidad 
contractual,  “A. Un contrato valido…, B. Daño causado por incumplimiento del 
contrato…ese incumplimiento debe ser con culpa… y C. Nexo causal entre el 
daño y el incumplimiento de la obligación…”15, que se acompasa con la 
jurisprudencia, CSJ SC 380-2018 del 22 de feb. de 2018, Rad. 2005-00368-0116, 
que han complementado y robustecido la misma estructura.   
 
Se hace explicito la precisión de la culpa, como elemento estructural de la 
responsabilidad contractual:  
“8. No estando acreditada la culpa del profesional demandado, se establece la 
insatisfacción de ese elemento estructural de la responsabilidad reclamada y, 
consecuencialmente, el fracaso de la acción, sin que, entonces, haya lugar a 
explorar el cumplimiento de los otros requisitos axiológicos, como son el daño 
y el nexo de causalidad.”17 
 
Es así, que la culpa es elemento necesario para que se configure la 
responsabilidad aquí tratada. En atención a todo lo expuesto, se puede 
distinguir entonces, que los elementos estructurales de la responsabilidad civil 
contractual son:   el contrato, el daño, la culpa y el nexo causal. 
 
                                                 
15 POSADA VELÁSQUEZ, Obdulio. Responsabilidad Civil Extracontractual. Bogotá: Editorial Temis 
S.A. 2009. p. 38. 
16 i) que exista un vínculo concreto entre quien como demandante reclama por la inapropiada conducta 
frente a la ejecución de un convenio y aquél que, señalado como demandado, es la persona a quien dicha 
conducta se le imputa (existencia de un contrato); ii) que esta última consista en la inejecución o en la 
ejecución retardada o defectuosa de una obligación que por mandato de la ley o por disposición 
convencional es parte integrante del ameritado vínculo (incumplimiento culposo), iii) y en fin, que el 
daño cuya reparación económica se exige consista, básicamente, en la privación injusta de una ventaja 
a la cual el demandante habría tenido derecho (daño) de no mediar la relación tantas veces mencionada 
(relación de causalidad entre el incumplimiento y el daño). 
17 Corte Suprema de Justicia, sentencia SC2555-2019. 
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1.1. El contrato.  
 
Como se ha precisado y se desarrollará a lo largo de esta investigación, el 
primer elemento correspondiente a la responsabilidad contractual es el vínculo 
concreto entre quien demanda y a quien se demanda, que, dicho sea de paso, 
debe ser válido: 
 
“En primer término se exige que haya un contrato valido que no adolezca de 
ningún vicio de nulidad ni formal ni sustancial, pues en caso de existir una 
nulidad imputable a una de las partes, la otra puede pretender la indemnización 
de perjuicio con fundamento en la responsabilidad aquiliana y no con 
fundamento en la contractual.”18 
 
Para el caso del profesional en derecho, este vínculo corresponde al contrato 
de mandato, dado que es esencialmente representativo, aplica a los servicios 
y carreras que suponen largos estudios y se confiere para la gestión de actos 
jurídicos; para la validez de este contrato de mandato, el mismo debe estar 
precedido no solo de la voluntad del mandatario sino del mandate. 
 
El mandatario materializará su actuar, para el caso de los abogados litigantes, 
a través de un memorial poder o “procuración” como lo denomina el tratadista 
José Bonivento, quien claramente diferencia el mandato como negocio 
bilateral capaz de producir obligaciones y la procuración o acto de 
apoderamiento que solo crea facultades. 
 
“La procuración o acto de apoderamiento es un negocio jurídico unilateral del 
poderdante que solo crea facultades; mientras que el poder es una mera 
facultad; y el mandato un negocio bilateral, un contrato, que no crea simples 
facultades sino obligaciones, en especial las del mandatario de obrar por cuenta 
y riesgo”. 19 
 
                                                 
18 POSADA VELÁSQUEZ, Op. Cit., p. 38. 
19 BONIVENTO FERNÁNDEZ, José Alejandro. Los Principales Contratos Civiles. Bogotá: Editorial 
ABC. 2012. p. 616. 
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Lo anterior, para delimitar que la relación contractual entre abogado y 
poderdante, no nace con el otorgamiento de un memorial poder, sino con el 
acuerdo de voluntades, donde hay un deudor con conocimientos y destrezas 
especializadas que se obliga a representar los intereses de una persona 
determinada en un proceso o litigio y un acreedor que se obliga principalmente 
a proporcionar toda la información necesaria para el desarrollo de la gestión y 
a pagar unos honorarios. 
 
Este contrato es vinculante únicamente con las partes, mientras que la 
“procuración” puede concernir a dependientes judiciales, abogados sustitutos, 
etcétera. La Corte Suprema en Sentencia C-1178/01, ha precisado:   
 
“ Lo que ordinariamente ocurre es que el contrato de gestión precede y genera 
el acto de apoderamiento, pero esta íntima relación no permite confundir los 
efectos de uno y otro, porque mientras el acto de apoderamiento es oponible a 
quienes por causa del mismo se relacionan con el poderdante y con el 
apoderado, el contrato de gestión rige las relaciones internas entre estos de 
manera preferente al acto de apoderamiento, pero sin trascender a quienes se 
vinculan con el apoderado y el poderdante por razón de la representación, 
porque con respecto de aquellos el contrato de gestión viene a ser “res inter 
alios acta”20 
 
Ahora, el mandato, es un contrato que puede hacerse de forma expresa o 
tácita, escrita o verbal o de cualquier otro modo inteligible, como lo preceptúa 
el artículo 2149 del Código Civil, y se reputa perfecto por la aceptación del 
mandatario, la cual también puede ser expresa o tácita, como lo refiere el 
artículo 2150 del Código Civil.   Es pertinente señalar que como lo indica el 
artículo 2151 ibídem, el silencio por parte del mandatario también es una forma 
de aceptación del contrato de mandato.   
 
                                                 
20 res inter alios acta: “La cosa hecha entre unos”, definición tomada de: DICCIONARIO 




En la práctica, los abogados y sus poderdantes tienden a celebrar este 
contrato de forma verbal, reduciéndose a fijar el objeto del contrato y los 
honorarios a pagar, obviando cualquier otra estipulación, pues se parte que el 
deudor es un togado a quien se le exige un actuar conforme a las leyes que 
regulan su profesión y que por ende, actuará con diligencia, cuidado y pericia; 
de ahí lo importante que el abogado conozca sus obligaciones de conformidad 
con su Lex Artis, ya que día tras día cobra fuerza y vigencia, la exigencia de 
los deberes propios de su actividad, los cuales ya no se remiten únicamente a 
principios deontológicos y deberes numerados, sino que se van aderezando 
con el dinamismo de la ley, los cambios jurisprudenciales, la marcha del ser 
humano en un mundo de nuevas comunicaciones y tecnologías e incluso la 
autoconstrucción que como profesional debe hacer.   
  
1.2.  El Daño 
 
A instancia contractual, se distinguen dos clases de daños: (1) Los que se 
refieren a los daños patrimoniales, cuales son el  daño emergente y lucro 
cesante, como se indica en los artículos 1613 y 1614 del C.C. y cuya 
factibilidad permite medirlos al afectar de forma directa y precisa el peculio de 
una persona,  ya sea con la “pérdida misma de elementos patrimoniales” y/o 
“la ganancia cierta o provecho que ha dejado de obtenerse o que se recibiría 
con posterioridad”21, y (2) los daños extrapatrimoniales, referidos a la 
afectación moral y afectiva de la persona, cuya delimitación por su naturaleza 
personal, no es desarrollada por la legislación, sino que la aplica el juzgador 
de conformidad a bases jurisprudenciales que dicten los derroteros sobre el 
caso en concreto, el Consejo de Estado en fallo del 5/10/2017 con radicado 
410012333000201200206-01, refiere: 
 
“Ahora bien, con respecto a la tasación del perjuicio moral el Consejo de Estado 
ha indicado que estos perjuicios han sido reconocidos a quienes sufran un daño, 
                                                 
21 Sentencia SC7220-2015. Radicación N° 11001-31-03-034-2003-00515-01 
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que se debe reconocer a manera de indemnización más no de reparación, por 
lo tanto le corresponde al juez establecer el valor que le corresponda, el cual 
deberá ser básicamente proporcional al daño que le fue acaecido.” 
 
La Enciclopedia Jurídica22 define el daño como: 
 
“[DCiv] Perjuicio causado a una persona o cosa como consecuencia de un 
evento determinado. Se clasifica generalmente en daño material, cuando se 
causa en el patrimonio o bienes de una persona, incluidos los daños físicos a la 
misma, o daño moral, como sufrimiento o perjuicio de difícil valoración 
económica causado en el ánimo de una persona. Ambos son indemnizables…”  
 
Frente a la definición de daño como “perjuicio”, la doctrina nacional refiere:  
 
“... Si bien en términos generales los conceptos son utilizados indistintamente, 
lo que explica que la jurisprudencia colombiana haya afirmado que “la palabra 
daño equivale exactamente a perjuicio”23, vale la pena precisar que las 
nociones, dependiendo de cómo sean tratadas, llaman la atención sobre formas 
diferentes de operar la responsabilidad civil, de concebir la legitimación en la 
causa para actuar y, por tanto, de indemnizar.”24 
 
Otros conceptos de “daño” 25 son:  
 
“Desde una perspectiva objetiva, el daño se define como el menoscabo que, a 
consecuencia de un acaecimiento o evento determinado, sufre una persona, ya 
en sus bienes vitales naturales, ya en su propiedad, ya en su patrimonio, 
dejando por fuera el aspecto moral y espiritual.26”  
 
“El daño se lo ha definido como la lesión o menoscabo a un interés patrimonial 
o extrapatrimonial.27”  
 
“Un perjuicio ocasionado a un interés privado que tenga relevancia para el 
resarcimiento cuando goza de tutela jurídica.28”  
 
                                                 
22 Enciclopedia Jurídica. Disponible en Internet: <URL: http:// http://www.enciclopedia-
juridica.com/d/da%C3%B1o/da%C3%B1o.htm> 
23 Consejo de Estado Col. 31 de julio de 1958, extracto visible en las páginas 167 y 168 de los anales del 
Consejo de Estado, T. LVI, p. 167. 
24 HENAO, Juan Carlos. El daño, análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del Estado 
en el derecho colombiano y francés. Bogotá: Universidad Externado de Colombia 1998. p. 76. 
25 POSADA VELÁSQUEZ, Op. Cit., pp. 232-233 
26 ZANNONI, Eduardo El daño en la responsabilidad civil, Buenos aires, ed. Astrea, 2005, pág. 1. 
27 WEINGARTEN, Celia. Responsabilidad por prestaciones odontológicas, Buenos Aires, Ed. Astrea, 
1997, pág. 157. 
28 BUSTAMANTE, Alsina, op. cit., pág. 238 
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“Daño civil indemnizable es el menoscabo a las facultades jurídicas que tiene 
una persona para disfrutar de un bien patrimonial o extrapatrimonial. Ese daño 
es indemnizable cuando en forma ilícita es causada por alguien diferente a [sic] 
la misma.29”  
 
La Corte Suprema de Justicia en sentencia SC18476-2017, Magistrado 
ponente ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO, ha definido el daño 
como: 
 
 “3.3.2. En el caso de la responsabilidad contractual, el daño corresponde a 
toda afectación cierta de un derecho, de un interés legítimo o de una 
prorrogativa protegida por el legislador, derivada directamente “de no haberse 
ejecutado la obligación, o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse 
retardado el cumplimiento” (arts. 1613 y 1614, C.C.).” 
 
Frente al daño en la responsabilidad contractual, el Código Civil Colombiano, 
en su artículo 1613 trae a colación, la indemnización de perjuicios 
comprendidos por el daño emergente y lucro cesante, frente al incumplimiento, 
cumplimiento imperfecto o retardo de cumplimiento de una obligación.   
Posteriormente, para puntualizar, el artículo 1614 ibidem, define los conceptos 
de lucro cesante y daño emergente como daños patrimoniales y en el artículo 
1615 y 1616 ibidem, el momento desde que el deudor debe indemnizar a su 
acreedor y la responsabilidad del deudor en la causación de los perjuicios.  
 
Sobre este último, la Corte Constitucional, en Sentencia C-1008 de 2010, 
mencionó:  
 
“En materia contractual, la reparación del daño debe estar orientada también 
por el principio general según el cual la víctima tiene derecho a la reparación 
total de los daños que sean ciertos, directos, personales y que hayan causado 
la supresión de un beneficio obtenido lícitamente por el afectado. Esta 
                                                 
29 TAMAYO JARAMILLO, Tratado de responsabilidad civil, t. II, op. cit. pag. 327. Martínez Rave, 
Responsabilidad Civil Extracontractual, op. cit., pag. 161 define el daño: “Para nosotros, el daño es la 
lesión o menoscabo que se ocasiona a un interés, protegido o no por las normas, como un derecho real 
o subjetivo. Basta que sea un interés patrimonial del ofendido, el que se afecte para que exista daño”. 
Estamos en desacuerdo con esta definición, porque en su expresión se limita a los daños patrimoniales. 
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reparación debe comprender tanto los perjuicios patrimoniales como 
extrapatrimoniales. Sin embargo, en materia convencional, este principio 
general puede estar limitado ya sea por cláusulas legislativas razonables, o por 
estipulaciones de los contratantes…” 
  
Finalmente, el daño es un elemento que requiere una configuración para su 
reclamo.  El fallo del Consejo de Estado 21861 de 2012, define cada uno de 
los elementos que componen la estructura del daño: 
 
“El daño antijurídico a efectos de que sea resarcible, requiere que esté 
cabalmente estructurado...: i) debe ser antijurídico…; ii) que sea cierto, es decir, 
que se pueda apreciar material y jurídicamente… y iii) que sea personal, es 
decir, que sea padecido por quien lo solicita…” 
 
1.3. La Culpa 
 
En nuestra legislación, la culpa es tipificada por el artículo 63 del Código Civil, 
donde se distingue la culpa grave, leve y levísima, incluso la diferenciación del 
dolo; esta estratificación, en estricto sentido normativo, cobra protagonismo 
dentro de la responsabilidad contractual, cuando es menester aplicarla en 
atención a la posición que el deudor asuma en proporción al beneficio. Al tenor 
se observa: 
 
“ARTICULO 1604. <RESPONSABILIDAD DEL DEUDOR>. El deudor no es 
responsable sino de la culpa lata en los contratos que por su naturaleza solo 
son útiles al acreedor; es responsable de la leve en los contratos que se hacen 
para beneficio recíproco de las partes; y de la levísima en los contratos en que 
el deudor es el único que reporta beneficio…” 
 
La Corte Suprema de Justicia en sentencia STC11843-2019, Magistrado 
ponente LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA aclara el alcance de lo 
exigido en el artículo 1604 del Código Civil, así:  
 
“Como se anticipó, el colegiado atacado erró al catalogar como “culpa leve” todo 
“incumplimiento” contractual, acaecido en un acuerdo de “interés recíproco para 
las partes”, pues, contrario a lo señalado por esa autoridad, el artículo 1604 del 
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Código Civil no califica, ni posibilita subsumir, directa, automática y 
exclusivamente, un negocio jurídico deshonrado, en un tipo de “culpa” 
prestablecido, según cada forma contractual; sino que fija las clases de “culpa” 
“hasta” por la cual responde el infractor, en términos mínimos, según las 
modalidades contractuales allí señaladas en la ejecución obligacional.” 
 
En Colombia, la culpa al constituirse como un factor subjetivo de 
responsabilidad, ha ido perfeccionando su alcance a nivel jurisprudencial, 
razón por la cual encontramos la conceptualización de “culpa profesional”, por 
ejemplo, para realizar la exigencia de la misma, sin perder de vista, el artículo 
1604 del Código Civil como base que fija la responsabilidad del deudor.   
 
Retornando al artículo 1604 del Código Civil, es necesario detenernos en la 
carga de la prueba del incumplimiento. La norma refiere en específico que: 
“…la prueba de la diligencia o cuidado incumbe al que ha debido emplearlo; la 
prueba del caso fortuito a quien lo alega…”, lo anterior para significar, que, en 
la responsabilidad civil contractual, la culpa se presume.   
 
La Corte Constitucional, en Sentencia C-1008/10, al respecto precisa:  
 
“… el dolo generalmente no se presume (artículo 1516 C.C.) ni su tratamiento 
legal puede ser modificado por la voluntad individual (…) acarrea en todos los 
casos sanciones civiles de igual intensidad y agrava la posición del deudor aún 
en frente de eventos imprevisibles (artículo 1616 C.C.); la culpa, por el contrario, 
se presume en el incumplimiento contractual (…) las partes pueden alterar 
libremente las regulaciones legales respecto de ella, y su intensidad se gradúa 
para asignar diferentes efectos a sus diversos grados (artículo 1604), y por 
último no agrava la posición del deudor sino ante lo que se previó o pudo 
preverse al tiempo del contrato (artículo 1616 C.C.)” 
 
1.4. Nexo causal. 
 
El Nexo causal, es un elemento que se aprecia entre la consecución del daño 
y la fuente que lo generó, componente que reviste de una perspectiva más allá 
de una visión mecánica al respecto, pues no con poca frecuencia, se tiende a 
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asumir a la ligera cualquier enlace, que a la postre ante un deficiente sustento 
fáctico y jurídico desdibuja la responsabilidad pretendida.  
 
La Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en fallo SC4901-2019, 
frente al nexo, compendia de forma certera el alcance, significado y aplicación 
del nexo causal, así: 
 
“… no se puede atribuir responsabilidad sin que de manera antelada se haya 
acreditado a plenitud la autoría del perjuicio; ello es así porque como “el daño 
cuya reparación se pretende debe estar en relación causal adecuada con el 
hecho de la persona o de la cosa a las cuales se atribuye su producción”, 
emerge “necesaria la existencia de ese nexo de causalidad” ya que, “de otro 
modo”, podría darse la eventualidad de que se atribuyera “a una persona el 
daño causado por otro o por la cosa de otro”.  
 
De la misma forma la doctrina nacional refiere:  
 
“El nexo causal, como factor estructural de la responsabilidad, es en resumidas 
cuentas uno de los elementos constantes e independientes de la culpa, que 
permite atribuir la responsabilidad del hecho jurídico a una persona ya sea por 
acción o por omisión, en tal sentido la causalidad entre la conducta o la omisión 
debe generar una lesión al interés jurídico que el derecho protege, en otras 
palabras, se debe causar un daño.   Ahora bien, el nexo causal es determinante 
para establecer qué tipo de perjuicios se deben reparar, es decir que un 
adecuado manejo de la causalidad establece el límite de la responsabilidad y 
por tanto, tiene incidencia directa en el quantum indemnizatorio...” 30 
 
 
2. Eximentes de responsabilidad  
 
Ahora, ya con un panorama de los elementos que configuran la 
responsabilidad contractual, se hace preciso delimitar cuando hay lugar a una 
                                                 
30 HERRERA MONTAÑEZ, Diego: El daño y el nexo causal en la pérdida de oportunidad. Trabajo de 
fin de master para optar por el título de magister en derecho público titulado. [en línea]. Universidad 






exoneración de la misma en función de la ley y cuando por consentimiento de 
las partes.  
 
Al respecto y frente al primer evento donde la responsabilidad se exonera por 
causas diferentes al consentimiento de las partes y obedece más bien a 
eventos irresistibles e imprevisibles, que rompen el nexo causal, la doctrina la 
ha denominado “causa extraña” la cual se desarrolla, diferenciándola de la 
culpabilidad del agente.  
 
“… la "causa extraña" pues, es independiente de la culpabilidad, y la misma sólo 
está referida a la causalidad que debe existir entre el hecho del agente y el daño 
producido; como lo manifiesta el señor DALCO,´aportando la prueba de la 
causa extraña', el demandado demuestra que el daño tiene otra causa diferente 
a su actividad y que en consecuencia, él nunca ha sido el responsable...” 31 
 
Así mismo coincide la doctrina, en señalar como hechos contentivos de esta 
“causa extraña”: la fuerza mayor o caso fortuito, el hecho de un tercero o el 
hecho exclusivo de la víctima.  
 
Por otra parte, las cláusulas de exoneración de responsabilidad, operan por 
consentimiento de las partes, razón por la cual se aplican de forma exclusiva 
en la responsabilidad contractual.  
 
“Las cláusulas restrictivas o modificativas de responsabilidad son herramientas 
jurídicas que permiten establecer excepciones al principio general de reparación 
integral del daño, en el marco del principio de la autonomía de la voluntad. 
También pueden definirse como elementos accidentales que se incorporan en 
un contrato con el objeto de modificar las reglas para determinar la 
responsabilidad, atenuando o exonerando totalmente las consecuencias 
jurídicas derivadas del incumplimiento total o parcial de una obligación o de su 
ejecución tardía.” 32 
                                                 
31 TAMAYO JARAMILLO, Francisco Javier. Las causales de exoneración en la responsabilidad civil. 
Parte Primera. Medellín: Universidad Pontificia Bolivariana. 1982. p.49. 
32 HERAZO NARVÁEZ, Marlys Janeth. Alcance de las cláusulas restrictivas de responsabilidad en los 






Estas cláusulas exonerativas, tienen como fundamento legal la autonomía 
contractual que ha sido definida por Corte Constitucional en Sentencia                  
C-934/13, como: 
 
“…permite a los particulares: i) celebrar contratos o no celebrarlos, en principio 
en virtud del solo consentimiento, y, por tanto, sin formalidades, pues éstas 
reducen el ejercicio de la voluntad; ii) determinar con amplia libertad el 
contenido de sus obligaciones y de los derechos correlativos, con el límite del 
orden público, entendido de manera general como la seguridad, la salubridad y 
la moralidad pública, y de las buenas costumbres; iii) crear relaciones 
obligatorias entre sí, las cuales en principio no producen efectos jurídicos 
respecto de otras personas, que no son partes del contrato, por no haber 
prestado su consentimiento, lo cual corresponde al llamado efecto relativo de 
aquel.”  
 
Específicamente y con respecto a la libertad y autonomía contractual, el código 
civil hace alusión a lo propio, en los artículos 1533 y 1634 al hablar de la 
renunciablidad de derechos y en el artículo 160235 y 161636, al referir la 
primacía del consentimiento de las partes dentro del contrato.    
 
La doctrina nacional, hace la distinción entre cláusulas de limitación y las 
cláusulas de exoneración, así:   
 
“Las cláusulas de exoneración son aquellas que responden a los criterios de 
repartición entre acreedor y deudor de la asunción económica. Estas impiden el 
surgimiento de la responsabilidad…  
 
                                                 
33 ARTÍCULO 15: Podrán renunciarse los derechos conferidos por las leyes, con tal que sólo miren al 
interés individual del renunciante, y que no esté prohibida la renuncia. 
34 ARTÍCULO 16: No podrán derogarse por convenios particulares las leyes en cuya observancia están 
interesados el orden y las buenas costumbres. 
35 ARTÍCULO 1602: Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede 
ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales. 
36 ARTÍCULO 1616 Si no se puede imputar dolo al deudor, solo es responsable de los perjuicios que se 
previeron o pudieron preverse al tiempo del contrato; pero si hay dolo, es responsable de todos los 
perjuicios que fueron consecuencia inmediata o directa de no haberse cumplido la obligación o de 
haberse demorado su cumplimiento. 
La mora producida por fuerza mayor o caso fortuito, no da lugar a indemnización de perjuicios. 
Las estipulaciones de los contratantes podrán modificar estas reglas. 
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Por su parte, las cláusulas de limitación de responsabilidad son aquellas en las 
que partiendo del reconocimiento de la responsabilidad del deudor, se pactan 
los términos para el traslado de una parte de los efectos económicos del 
resarcimiento sobre el patrimonio del deudor…” 
E. ESCENARIO GENÉRICO DONDE EL ABOGADO LITIGANTE ES 
RESPONSABLE CONTRACTUALMENTE. 
 
OBDULIO VELÁZQUEZ POSADA, en su tratado de “Responsabilidad civil 
extracontractual”, plantea una fórmula que puede representar los 
presupuestos o elementos esenciales de la responsabilidad en general:  
 
 “En primer lugar, ha de verificar que el demandado realizó una conducta (C), 
con culpa o dolo (c), en los casos de responsabilidades subjetivas. En segundo 
lugar, ha de probarse que el demandante sufrió un daño cierto, personal y 
antijurídico (D) y, finalmente que existe un nexo causal entre la conducta y el 
daño causado (N)”37 
 
“R = (C + c + D + N)” 
 
Donde R, sigue el autor: “representa la incógnita que tiene el operador del 
derecho de identificar si alguien es o no responsable de reparar un daño” 
 
Para determinar el escenario genérico en el cual el abogado Litigante incurre 
en responsabilidad contractual, se parte de la fórmula antes referida y se 
retoman los elementos estructurales de la responsabilidad civil contractual 
cuales son el contrato, el daño, la culpa y el nexo causal, para replantear la 
fórmula así:  
 
R = (Co + C + c + D + N) 
 
                                                 
37 POSADA VELÁSQUEZ, Op. Cit., p. 16. 
28 
 
Donde, se adiciona la variable Co, como el contrato de mandato que 
regula la relación abogado poderdante. 
 
Así las cosas, para que se presente una responsabilidad civil de parte del 
abogado litigante deben converger las distintas variables como sigue: 
 
Existe un contrato de mandato entre abogado litigante y poderdante (Co): 
El cual debe ser válido, libre de vicios que puede hacerse de forma expresa o 
tácita, escrita o verbal o de cualquier otro modo inteligible. 
 
El abogado litigante realizó una conducta (C): Esta conducta está 
enmarcada dentro de los deberes y responsabilidades descritos en el Código 
General del Proceso, en el código disciplinario (ley 1123 de 2007), en el mismo 
código civil, enmarcando lo anterior dentro de la Lex Artis, además de lo regido 
por la voluntad de las partes dentro del contrato de mandato suscrito entre el 
abogado litigante y su cliente. 
 
Culpa o dolo (c): Para que la conducta conlleve a una responsabilidad civil, 
la misma debe cometerse hasta con culpa leve, de conformidad con el contrato 
de mandato. 
 
El cliente-poderdante sufrió un daño cierto, personal y antijurídico (D): 
este factor está representado en el daño o menoscabo que sufre el poderdante 
a causa del actuar negligente de su abogado, que conllevo al fracaso parcial 
o total de lo pretendido y que no puede ser resarcido mediante una nueva 
alzada o por otros recursos legales o extraordinarios. 
 
Existe un nexo causal entre la conducta y el daño causado (N): es decir 
que el daño es causado por el abogado litigante a causa de su falta de 




Mientras no se pruebe los elementos de la responsabilidad civil del abogado 
se presume la diligencia del profesional.   
F. NATURALEZA Y ALCANCE DE LAS OBLIGACIONES DEL 
ABOGADO LITIGANTE. 
 
Frente a la naturaleza de las obligaciones que le asisten al abogado litigante, 
ha predominado que su obligación es de medios, por cuanto el servicio 
prestado depende de múltiples factores para su culminación y por cuanto 
obedece a un servicio más allá de lo cuantitativo, con sentido social y 
contenido humano que la hace inexacta e imperfecta, lo que no obsta para que 
de la misma se exija un cumplimiento dentro de un marco legal y deontológico. 
Al respecto La Corte Suprema de Justicia - Sala de Casación Civil, en 
sentencia Ref. 20001-3103-005-2005-00025-01, refiere: 
 
“…En algunas obligaciones, el deudor asume el compromiso de desarrollar una 
conducta determinada en favor del acreedor, con el propósito de satisfacer el 
resultado esperado por éste; no obstante, si tal resultado también depende de 
factores cuyo control es ajeno al comportamiento del deudor, v.gr. elementos 
aleatorios o contingentes, la obligación, en dichos eventos, es de medio o de 
medios, y el deudor cumple su compromiso si obra con la diligencia que 
corresponda, aunque no se produzca la satisfacción del interés primario del 
acreedor…” 
 
La misma sentencia, hace alusión a la distinción entre las obligaciones de 
medios y las obligaciones de resultado, refiriéndose frente a estas última, así:  
 
“…... Por su parte, en otras obligaciones, las de resultado, el interés primario 
del titular del derecho crediticio sí se puede obtener con el comportamiento o 
conducta debida, toda vez que en ellas la presencia del componente aleatorio 
o de azar es exigua, y por ende, el deudor sí puede garantizar que el acreedor 




Como se observa, aun cuando se ha buscado delimitar una obligación de otra, 
es de advertirse que una generalización no aplica y que, en todo caso, 
prevalece el vínculo contractual para calificar el alcance de lo obligado, incluso 
más allá de lo escrito, debe observarse los compromisos adquiridos y que los 
mismos sean acordes con la naturaleza del servicio prestado.  
 
La Corte Suprema de Justicia en sentencia SC2804-2019 ha dicho: 
 
“Al respecto, hay que precisar que el carácter de una obligación como de medios 
o de resultado no depende del querer de los contratantes, ni se infiere del tenor 
literal de las estipulaciones, sino que está determinado de manera a priori por 
el tipo de convenio que las partes configuran; es decir que la tipología del 
contrato es impuesta por el arquetipo o modelo normativo de la prestación 
convenida, con independencia de lo que los contratantes expresen.” 
  
En atención a lo dicho, el abogado litigante que se obligue al éxito de un 
proceso frente a las resultas y expectativas del poderdante dentro de un 
proceso, no obedecería a la naturaleza de su servicio y al contrario de 
concertar con su poderdante el alcance de sus obligaciones, estaría faltando 
directamente a su deber de información y sensatez frente al servicio prestado, 
creando falsa expectativas y prometiendo un objeto incontrolable.   
 
Es así, que la naturaleza de la obligación principal del abogado litigante, es de 
medios, al representar una causa como apoderado ante la justicia, defender 
un derecho y/o visibilizar unos intereses, que el compromiso o pacto de una 
obligación cierta y especifica al margen de lo representado por el abogado 
litigante, debe concertarse de manera adicional y expresa, lo cual no admitirá 
ninguna discusión, a menos que comprometiera factores inciertos propios de 
la labor del litigio. 
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G. EL ROL DEL ABOGADO LITIGANTE DENTRO DEL MARCO DEL 
CODIGO GENERAL DEL PROCESO.  
 
Nuestro ordenamiento procesal, evolucionó a la oralidad con la entrada en 
vigencia del Código General del Proceso y con ello a la inmediatez  e 
inmediación  de todos sus actores, innovando el alcance del rol del litigante, 
reiterando que su actuar va más allá de un rito sincronizado y frio,  a un 
verdadero despliegue litigioso  con mayores opciones de maniobra y per se, 
con mayor exigencia en el tino de sus decisiones, las cuales involucran 
inexorablemente  al poderdante de manera activa, pues  es el Código General 
del Proceso, el que  ahora obliga a que las partes concurran y colaboren de 
manera directa y personal, haciendo prolífico el desarrollo del proceso. 
 
1. Las facultades del apoderado en Código General del Proceso.  
 
Las facultades del abogado están enmarcadas en el artículo 77 del 
ordenamiento procesal, el empoderamiento que asume este profesional tiene 
tan alto margen de maniobrabilidad, como de responsabilidad en su 
realización, manejo y aplicabilidad, de allí lo reprochable al no ser ejecutadas 
con la suficiencia necesaria. 
 
Y es que dichas facultades no solo consideran el desarrollo del proceso 
entendido desde la presentación de la acción encomendada, sino los actos 
preparatorios de la misma, actuaciones extraprocesales como práctica de 
pruebas y solicitud de medidas cautelares, formulación de pretensiones aun 
cuando no se encuentren relacionadas en el poder, actuaciones posteriores 
que sean consecuencia de la sentencia e incluso el adelantamiento de 




Estas facultades engrosan no solo las que consciente y concertadamente 
pueden estipularse al inicio del contrato de mandato entre el abogado y el 
poderdante, sino que otorgan un amplio espacio de movilidad al abogado, 
para que pueda afrontar lo previsible e imprevisible de una litis, blindándose 
así las expectativas del poderdante e incluso garantizándose a la justicia, un 
devenir fluido.  
 
No basta con ejercer una actuación judicial y permitir que el azar decida las 
resultas, o pretender excusar ciertas acciones o inacciones a la insuficiencia 
del poder inicial producto de una escasa exposición de motivos del 
poderdante, sino que se exige al abogado litigante el dominio de su poder, en 
todo el sentido de la palabra.  Se observa que las limitantes deben ser 
expresas e incluso hay acciones que no admiten restricciones o exclusiones 
aun cuando se pacten, como el recibir la notificación del auto admisorio de la 
demanda o del mandamiento ejecutivo, prestar juramento estimatorio y 
confesar espontáneamente, tal y como lo prescribe el artículo 77 del C.G.P., 
lo que hace del rol del jurista un todo al servicio del poderdante y de la justicia. 
 
Se alcanzaría a pensar que estamos hablando de una novedad en nuestro 
sistema procesal y que esta amplitud en las facultades del abogado de alguna 
forma cambia para evolucionar su relación con el poderdante, pero lo cierto 
es que siempre ha sido este el marco de la Lex Artis del abogado litigante, 
solo que el Código General del Proceso lo reitera o más bien, lo hace parte 
implícita del memorial poder. 
 
Lo novedoso se centra en la vinculación que ha querido hacer nuestro sistema 
procesal de todos los actores, pues el inmiscuir de forma directa al poderdante, 
lo hace guarda activo de sus intereses y protagonista de los resultados de su 
litigio, por supuesto en consonancia con su apoderado, quien con el solo hecho 
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de aceptar una representación está asumiendo de forma íntegra la 
responsabilidad del éxito o fracaso de las pretensiones de su poderdante.  
 
1.1. La confesión por apoderado judicial  
 
Dentro de las facultades a resaltar se encuentra la confesión por apoderado 
judicial, la cual estableció el Código General del Proceso como una presunción 
de Derecho, incluso sin admitir pacto en contrario, expresamente señalándose 
en el artículo 193 del estatuto procesal, que se entenderá otorgada: 
 
“para la demanda y las excepciones, las correspondientes contestaciones, la 
audiencia inicial y la audiencia del proceso verbal sumario”. 
 
Es de advertir que esta facultad se supedita a la confesión espontanea, pues 
los apoderados judiciales carecen de permisión para confesar de manera 
provocada, a menos que sean autorizados por sus representados. 
 
La Corte Suprema de Justicia en reciente jurisprudencia38, refiere:  
 
“… En tal orden de razonamientos, el vocablo «confesar» de la norma aludida 
debe entenderse en el sentido que el apoderado puede aceptar hechos 
perjudiciales para su cliente o favorables a su contraparte, en el desarrollo de 
actuaciones como, por ejemplo, la fijación del litigio, sin que, de alguna manera 
pueda absolver interrogatorio.” 
 
Lo anterior denota la responsabilidad, compromiso y lealtad del abogado para 
con su poderdante y con la administración de justicia, convirtiéndose en una 
de las facultades con mayor trascendencia. 
 
                                                 





El artículo 193 del C.G.P. es expreso en indicar, que la confesión por 
apoderado, se entiende otorgada para las instancias procesales que definen 
la litis, pues abarca no solo lo que comprende la demanda y contestación, sino 
además la primera audiencia y la audiencia del proceso verbal, incluso, 
establece, que inadmite estipulaciones en contrario, lo que robustece el 
compromiso del apoderado no solo con su cliente, sino consigo mismo.  
 
Lo anterior indica, que no basta, que el apoderado sea organizado con el 
manejo de su proceso, sino que le exige también prudencia y tino en el uso de 
la información entregada por el poderdante, pues en un impulso equivocado, 
en una ligereza al afirmar o negar una discusión, puede comprometer 
seriamente el fin propuesto dentro de la litis, incluso involucrar a su poderdante 
en responsabilidades imprevistas.  Confesar espontáneamente, se asimila a 
decir la verdad, razón por la cual, el abogado no puede subestimar el alcance 
de esta facultad y por el contrario debe prever las eventuales consecuencias 
de sus intervenciones. 
 
La Corte Constitucional en Sentencia C-551/16 con ponencia del Magistrado 
JORGE IVÁN PALACIO PALACIO, refiere: 
 
“ El compromiso de veracidad que crea la norma efectivamente avanza en el fin 
propuesto: quien otorga poder y su apoderado deberán ser especialmente 
cautos en el proceso, en especial porque no podrán disponer libremente en el 
poder si este último está en capacidad o no de confesar en las actuaciones 
procesales que estructuran el litigio; asumirlo con mayor responsabilidad, so 
pena de confesar lo que no se quiere y respecto de lo que no hay posibilidad de 
retractación y que será tenido como prueba de confesión.” 
 
El Código General del Proceso, en concordancia con lo dicho, exige por 
ejemplo: motivación en los hechos que niega o que no le consta a la parte 
(cuando se trata de la contestación de la demanda), la expresión con 
fundamento factico de las excepciones de mérito, la enunciación concreta de 
los hechos objeto de la prueba testimonial, alegatos inmediatos al desarrollo 
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de las audiencias, entre otros, que exigen del togado un desenvolvimiento 
retórico, que improvisado y desarraigado del fin encomendado, pueden 
configurar una confesión por apoderado. 
 
1.2. Juramento estimatorio. 
 
Otra de las facultades que se destaca por su trascendencia es la concerniente 
al JURAMENTO ESTIMATORIO, el cual: 
 
“… es un medio de prueba que sirve para fijar la cuantía de un determinado 
derecho”39.  
 
Dentro de las facultades del apoderado, está el fijar esa cuantía, con la 
particularidad  que  dicho juramento hará prueba de su monto mientras su 
cuantía no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo, 
como lo reza el artículo 206 del Código General del Proceso, donde no se 
requiere postulación expresa y exige sensatez del profesional, pues así como 
puede ser acogida, objetada y resuelta, un exceso en su estimación o falta de 
demostración de los perjuicios será objeto de condena pecuniaria  
 
Ahora, por supuesto que este juramento debe ser un trabajo mancomunado 
con el poderdante y en todo caso, estar cimentado en principios de probidad, 
buena fe y sensatez, pues no hay que perder de vista que los elementos 
fácticos deben ser dispuestos por el mismo poderdante a razón de los 
requerimientos de su apoderado, incluso en la marcha del proceso ese 
juramento estimatorio puede tener variables racionales incontrolables por sus 
peticionarios, y es que la cuantificación de la cuantía debe ser estimada 
racionalmente a efectos de evitar la condena que hace el mismo artículo 206 
del CGP.: 
                                                 
39 ÁLVAREZ GÓMEZ, Marco Antonio. Ensayos sobre el Código General del Proceso. Vol. 3. Bogotá: 




“Si la cantidad estimada excediere en el cincuenta por ciento (50%) a la que 
resulte probada, se condenará a quien hizo el juramento estimatorio a pagar al 
Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, o quien haga sus veces, una suma equivalente al diez por ciento (10%) 
de la diferencia entre la cantidad estimada y la probada” 
 
Respecto a estas sanciones, la Corte constitucional ha referido: 
 
“Frente a las sanciones previstas en el juramento estimatorio (artículo 206 de la 
Ley 1564 de 2012) la Corte ha dicho que estas tienen finalidades legítimas [28].  
Dichos objetivos versan sobre el deber de preservar la lealtad procesal de las 
partes y condenar la realización de demandas “temerarias” y “fabulosas” en el 
sistema procesal colombiano...”40  
 
 
Además de la estimación racional de la cuantía, el Juramento estimatorio no 
debe fundarse sobre supuestos, por el contrario, es necesario acreditar dichas 
sumas. La corte Suprema de Justicia en sentencia SP1796-2018 , refiere: 
 
“Luego, si no se tiene prueba del daño, pues el juramento estimatorio a lo sumo 
constituye –de ser razonable- prueba de su cuantía, no se puede reconocer 
indemnización en los términos reclamados por el recurrente, como ocurre en el 
presente asunto” 
 
Lo anterior concluye, el alto grado de compromiso del apoderado y lo 
importante de la delimitación de lo pedido en cabeza del poderdante, amen 
que está expresamente como deber del apoderado, a voces del artículo 78 del 
Código General del Proceso. 
 
En precisa redacción, se ha referido del Juramento Estimatorio: 
 
“De acuerdo con el artículo 206 CGP., el juramento estimatorio tiene una 
cuádruple naturaleza: es un requisito de la demanda y de la contestación de la 
demanda en ciertos casos; es eventualmente un medio de prueba; es un 
                                                 
40 Corte Constitucional Sentencia C-067/16 
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parámetro que se tiene en cuenta para imponer sanciones; y, en ciertos casos, 
es una excepción al principio de congruencia.”41 
 
Lo anterior, reitera, el marco de la facultad del abogado litigante de prestar 
juramento estimatorio y con ello, proyectar las pretensiones de su mandante, 
de allí la exigencia en el cuidado de su elaboración, presentación, sustentación 
y defensa, pues la norma no exige únicamente la prueba del monto estimado, 
sino la demostración de los perjuicios, para quien lo presta y una 
fundamentación específica y razonada, para quien lo objeta, sujeto lo anterior 
no solo a apreciación de la contraparte, sino del Juez, quien desde su poder, 
aun sin objeción de parte, puede desvirtuar el juramento, con el decreto de 
pruebas de oficio.  
 
1.3. Facultades otorgadas al abogado litigante por autorización 
expresa del mandante. 
 
Ahora, así como el Código General del Proceso hizo explicitas las facultades 
que prodigan un mayor desenvolvimiento en el actuar del abogado litigante, 
reiteró los actos que no puede realizar, por estar reservados a la parte misma, 
sin embargo, puede mediar autorización expresa, lo que converge 
nuevamente, en la concertación abogado-poderdante, donde debe 
desmitificarse esa entrega indeliberada al abogado y ese compromiso 
maquinal e irresponsable del mismo hacia su poderdante, de asumirlo todo, 
sin segregar el alcance y riesgo y sin concientizar a su mandante, que el 
proceso es un engranaje que debe procurar la perfección, lo cual es 
directamente proporcional al éxito de las pretensiones.   
 
                                                 
41 BALLEN JAIME, Carlos Felipe. Una aproximación al Juramento Estimatorio. [en línea]. Disponible 





2. Deberes y responsabilidades del apoderado en el Código General del 
Proceso.  
 
El código General del Proceso dedica un capítulo en su estatuto procesal, a 
los Deberes y Responsabilidades de las Partes y sus Apoderados, no solo 
numerándolos sino extendiendo el concepto de temeridad y mala fe, y 
dedicando en sus apartes la responsabilidad patrimonial de las partes. 
 
Por supuesto, este acápite, es parte de un todo que debe estar fijado en el 
cotidiano actuar del apoderado y ahora, con más presencia y vehemencia del 
poderdante, no solo en procura de sus intereses y defensa, sino al servicio 
eficaz de la impartición de justicia. Lo cierto es, que la práctica conmina a los 
abogados litigantes en su rol como apoderados y a sus clientes como partes 
procesales, a ejecutar sus actuaciones en el marco de la responsabilidad, 
buena fe y lealtad.  
 
Hay que resaltar que los deberes señalados en el artículo 78 del Código 
General del Proceso, exigen del apoderado y las partes en general, además 
del cumplimiento de pilares como los manifiestos, un dinamismo en el 
desarrollo procesal de la litis, comprometiéndose en labores de notificación de 
testigos, consecución de información, comunicación de sus actuares a las 
otras partes, que, si bien a primera vista podrían parecer casuales, determinan 
la conclusión del proceso.  
 
La sentencia de la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil 
STC4278-2019 Magistrado Ponente LUIS ALONSO RICO PUERTA, en la 
materia manifiesta: 
 
“Valga recordar que las partes, apoderados y terceros deben cumplir con sus 
cargas procesales y asumir sus roles con suma responsabilidad, y en esa tarea 
deben abstenerse de realizar conductas dilatorias de los trámites judiciales, so 
pena de incurrir en desobediencia al mandato constitucional de colaborar para 
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el buen funcionamiento de la administración de justicia (numeral 7° del artículo 
95 del estatuto adjetivo), sancionable en el proceso conforme a los preceptos 
42 a 44 ibídem.”  
 
Se reitera, entonces, esa intersección del apoderado y poderdante al punto, 
que no se dividen sus deberes y responsabilidades, sino que por el contrario 
convergen en pilares supremos como la lealtad y buena fe.   
 
“la buena fe procesal constituye una excelente atalaya sobre la cual es posible 
observar el nivel ético de una ley de enjuiciamiento. Ésta no puede alentar la 
conducta maliciosa o fraudulenta de los litigantes, ni permitir que venza el más 
diestro en el uso de las normas procesales, sino el que tenga razón. (…) Sin 
embargo, olvidamos que la estimación judicial de la mala fe procesal comporta 
la limitación del ejercicio del derecho fundamental a la defensa de la parte que 
presuntamente actúa vulnerando dicho principio…”.42 
 
 
Es así, que se pone de presente la existencia expresa de la responsabilidad 
patrimonial de las partes y los conmina a responder por los perjuicios que se 
causen con sus actuaciones, cuando estas al contrario de estar enmarcadas 
en la buena fe y lealtad son ejecutadas con temeridad o mala fe; así en el 
artículo 80 del estatuto procesal, se hace expresa alusión a la responsabilidad 
patrimonial de las partes, dotándose al Juez de poder coercitivo al 
determinarse en la misma disposición, que se impondrá condena por lo propio 
al resultar probada la conducta irregular.  
 
De forma particular, el Código General del Proceso, señala la responsabilidad 
patrimonial del abogado litigante frente a las actuaciones que haya realizado 
de mala fe o con temeridad, imponiéndole el pago de las costas del proceso, 
incidente o recurso y una multa adicional que puede ser solidaria si su 
poderdante incurrió en lo propio, sin eximir de la investigación y potencial 
responsabilidad disciplinaria a que haya lugar. 
                                                 
42 PICÓ I JUNOY, Joan. La buena fe procesal. Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez. 2011. pp. 33-36 
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2.1. El deber de abstenerse de usar expresiones injuriosas y guardar el 
debido respeto. 
 
Uno de los deberes del abogado litigante y su poderdante que mayor 
quebranto reviste, a juzgar por el número de jurisprudencia en la materia, es 
el estipulado en el artículo 78 – 4 del Código General del Proceso, el cual 
requiere de las partes el abstenerse de utilizar expresiones injuriosas y guardar 
respeto a todas los intervinientes, sin que se entienda con ello coartado su 
acceso a la justicia. Y es que es apenas natural, que un sistema oral se preste 
para reincidir en la falta de este deber, dada la pasión y fuerza que reviste la 
argumentación y la obligación del abogado litigante de demostrar la viabilidad 
de sus pretensiones, máxime cuando impera la inmediación y se libera la litis 
de formalidades innecesarias, lo que hace de la palabra hablada la principal 
herramienta y reto del mandatario.  
 
El sistema oral que ha implementado nuestro estatuto procesal, ha forzado la 
palabra y la velocidad en el pensamiento del litigante, acrecentando su 
potencial contencioso, pero no por ello inmunizándolo en sus expresiones, 
deber que va ligado al prescrito en el numeral 15 del mismo articulado, que 
exige precisión, veracidad, sensatez en sus fundamentos de derecho, siendo 
de tan vital manejo, que la imprecisión en citas jurisprudenciales y doctrinales 
es objeto de falta disciplinaria.  
 
El Código General del Proceso, en atención al uso de la tecnología como parte 
de la actualización de las relaciones humanas, exige al abogado litigante no 
solo el manejo de la misma a través de programas específicos y redes sociales 
y laborales que permiten interactuar con los Despachos en el compartir de 





2.2. El deber de informar al mandante. 
 
Todos y  cada uno de los deberes y responsabilidades del abogado  se 
consolida en la Lex Artis del profesional, reflejado en el desenvolvimiento  
durante el litigio, el cual como lo hemos observado a lo largo de este trabajo, 
no hace al apoderado ese ente solitario abanderado  dentro del proceso, sino 
que atañe la participación activa  de su poderdante, no a manera  de reproche, 
ya que el forjador de la unión e implicación del mandante en la toma de 
decisiones y desarrollo procesal del litigante, es intransferiblemente del 
letrado, es más, aunque huelgue asumirlo, se hizo expreso el deber de 
información en los numerales 11 y 13 del artículo 78 ibídem. 
 
2.3. El deber de recopilar información. 
 
Ahora, los deberes exigen del apoderado un agudo estudio de su caso, no solo 
en el planteamiento de su estrategia, sino desde la formación material y física  
de las pretensiones, me explico, otrora el apoderado acudía a los Despachos 
con peticiones de remisión de documentación o las consuetudinariamente 
llamadas “pruebas de oficio”, solicitando soporte a sus pretensiones en 
pruebas documentales, constancias y relacionados, ahora se exige  no solo el 
discernimiento de qué documentos se pueden obtener directamente, sino la 
constancia de agotar todo medio existente para dicha obtención, bajo el 
derecho de petición, por ejemplo, situación que debe ser controlada por el 
apoderado, pues en el transcurso de la consecución de dichos documentos, 
se está perdiendo la oportunidad de acudir  a la justicia dentro de términos de 
prescripción o caducidad y/o mitigar riesgos, que involucran por su puesto la 
responsabilidad del abogado litigante que ofrece a su poderdante el asumir 




Se puede concluir, que las obligaciones y/o deberes del abogado litigante, 
requieren  las más excelsa diligencia, ya que es él, quien potencializa, mitiga 
y en general, le da forma a las pretensiones y necesidades del poderdante, 
para demandar con ímpetu y seguridad de la justicia el cumplimiento de 
aplicación de principios como el  iura novit curia y accionar con toda 
legitimación aquellos deberes de jueces y funcionarios, que parecen 
subsumirse ante la inoperancia del litigante pasivo, mecánico e incluso 
























II. EL FRACASO EN LAS PRETENSIONES O EXCEPCIONES Y EL 
DETRIMENTO PATRIMONIAL DEL MANDANTE. 
 
Nada más importante que el objeto del contrato de mandato, el cual más allá 
del encargo establecido, es el compromiso deontológico que debe asumir el 
profesional, al convenir sobre los intereses de su mandante, pues está 
comprometiendo su labor al servicio de una persona, que incluso puede ver 
en dicho objeto hasta su proyecto de vida. 
A. LAS PRETENSIONES Y EXCEPCIONES COMO INTERESES O 
EXPECTATIVAS DEL MANDANTE.  
 
La labor del abogado litigante, se enmarca en la representación de los 
intereses de su poderdante, ya sea que este actúe como demandante o 
demandado. Las obligaciones del letrado, no se diferencian con respecto al 
extremo que representa, pues se trate de una pretensión o una excepción, el 
togado debe precisar desde el acto primigenio de lo encomendado 
(demandando, contestación, reconvención, etc.), lo reclamado por su 
mandante, expresado con precisión y claridad. 
 
La pretensión, es la construcción que el abogado litigante realiza maleando la 
información entregada por su poderdante, para ponerla a disposición de la 
justicia, y cuya potencialidad de éxito depende, además, de su seguimiento, 
enriquecimiento y manejo durante el pleito. En sentencia STC18789-2017, se 
menciona: 
 
“2.2. En términos generales, el objeto de la demanda consiste en el bien 
corporal o incorporal que se requiere, o sea en las prestaciones o declaraciones 




Por otro lado, la contención que desarrolla el demandado, se conceptúa bajo 
las excepciones perentorias, de fondo o de mérito: 
 
“Esa defensa-concepto genérico-la puede adelantar el demandado por medio 
de las excepciones llamadas perentorias, de fondo o de mérito, las cuales se 
dirigen básicamente a desconocer las pretensiones del demandante, por ser 
inexistente el derecho que las soporta o presentarse inoportunamente”43 
 
Así las cosas las pretensiones y las excepciones, para efectos estrictos del 
presente trabajo, son las expectativas o intereses del poderdante (demandante 
o demandado), ajustadas a derecho por el profesional y que constituyen el 
inicio de la relación contractual, por supuesto,  luego de una calificación de 
viabilidad,  incluso, pueden ser la tienta del azar, la apuesta a contradicciones 
silentes o ausentes, la lucha de causas imposibles que obedecen a justicias 
personales o intereses circunstanciales, aceptados comúnmente por el 
abogado, e incluso estandarizados al punto que cuentan con su propia 
caracterización de  pacto de honorarios, que como lo citamos, se clasifican  en 
bonos de éxito ya no solo sobre las resultas, sino sobre el desarrollo del pleito, 
como el modelo Summit44, lo que denota su cotidianidad y con ello la  evolución 
de los objetos de los litigios,  donde el profesional debe ser aún más cauteloso 




                                                 
43 LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Código General del Proceso. Parte General. Bogotá. DUPRE 
Editores, 2017. pág. 603. 
44 TOBÓN FRANCO, Natalia. Honorarios de abogados: criterios para su fijación. Bogotá. Vniversitas. 





B. LA AUTONOMÍA DEL ABOGADO LITIGANTE EN LA TOMA DE 
DECISIONES COMO APODERADO.   
 
El abogado cumple con una función de altísimo valor social, dirigida a 
representar los intereses y la defensa de sus prohijados, tal encomienda debe 
ser ejercida en el marco de una serie de normas y principios que garanticen 
su función en armonía con el papel desempeñado por los jueces, contrapartes, 
terceros y en general con todos los intervinientes en el contexto de la justicia.  
 
Hasta este punto, en el presente trabajo se ha tomado como referencia 
principios como la buena fe, la lealtad, así como se ha enmarcado la 
responsabilidad del abogado litigante en el contexto del Código General del 
Proceso, el Código Disciplinario del Abogado, el Código Civil Colombiano y en 
la misma Lex Artis del abogado, marco en el cual se ha determinado las 
obligaciones y responsabilidades del letrado. Así, el profesional del derecho 
esta fungido por derroteros que le permiten ejercer su profesión en el marco 
de la autonomía, como la aplicación del principio de independencia profesional 
y el principio de libertad profesional. 
 
La autonomía del abogado litigante en términos de su libertad e independencia 
profesional se encuentra anidada en los principios de su deontología jurídica, 
al respecto, Monroy Cabra en su libro “Ética del abogado régimen legal 
disciplinario”45 , relaciona la independencia profesional con la función social 
del togado y dirige la necesidad de su protección por los colegios de abogados; 
frente al principio de libertad profesional, refiere:  
 
Principio de libertad profesional. Se refiere, según Carlo Lega46, “a la libertad 
de autodeterminación del profesional en orden a su conducta en el ejercicio de 
                                                 
45 MONROY CABRA, Marco Gerardo. Ética del abogado régimen legal disciplinario. Bogotá: 
Librería Ediciones del Profesional LTDA. 2015. p.p 76-77. 




la profesión, no solo desde el punto de vista técnico, sino también con relación 
a los comportamientos que complementan a los técnicos”, este principio implica 
la libertad de escoger el procedimiento más aconsejable, la libertad de aceptar 
o no el encargo profesional, la libertad de expresión en la defensa y en los 
alegatos, la libertad  en la organización del trabajo etc…” 
 
Así entonces, la independencia profesional se conceptúa como un derecho a 
elegir y desarrollar su personalidad a través del oficio y el principio de libertad 
profesional, como la libertad, valga la redundancia, de desarrollar esa 
profesión elegida, dentro de los parámetros existentes. 
 
El artículo 28 de la ley 1123 de 2007 en su numeral 1247, refiere el principio de 
independencia profesional del que alude la deontología jurídica tratada 
anteriormente y que exige del letrado ejercer su profesión sin permitir 
anteponer las injerencias propias o de terceros en materia política, religiosa o 
de cualquier índole que afectan el correcto desempeño del profesional en 
procura de los intereses de su apoderado. 
 
El principio de  la libertad profesional del abogado, en cambio, no está 
puntualmente delimitado, por cuanto se desarrolla hacia dentro de la labor 
misma del profesional, a tal punto que le permite al mismo  decidir si acepta o 
no el cargo encomendado (con excepción del abogado de oficio) y con ello la 
estrategia legal que ha de adoptar en el proceso, desde la escogencia de 
términos y oportunidades, hasta el desarrollo probatorio, tesis académicas a 
aplicar o descartar, incluso el pacto de honorarios profesionales dentro del 
marco de los principios ya vistos, pues no hay que perder de vista que el 
abogado es  quien  por su conocimiento, experiencia e idoneidad debe dirigir 
tales decisiones, las cuales precisamente son entregadas y confiadas por  el 
particular en busca de representación y orientación.  
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Es así que el principio de libertad se acompasa entre otros con el deber de 
informar al poderdante, pues más allá del compromiso en asumir una causa y 
desarrollarla bajo el convencimiento de cumplir todos los deberes y principios 
constitucionales y legales, el mandato es un contrato en que una persona 
confía la gestión de uno o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por 
cuenta y riesgo de la primera. 
 
El código disciplinario del Abogado, en su artículo 28 numeral 18, dispone:   
 
“ARTÍCULO 28. DEBERES PROFESIONALES DEL ABOGADO. Son deberes 
del abogado: 
(…) 
18. Informar con veracidad a su cliente sobre las siguientes situaciones: 
a) Las posibilidades de la gestión, sin crear falsas expectativas, magnificar las 
dificultades ni asegurar un resultado favorable; 
b) Las relaciones de parentesco, amistad o interés con la parte contraria o 
cualquier situación que pueda afectar su independencia o configurar un motivo 
determinante para la interrupción de la relación profesional; 
c) La constante evolución del asunto encomendado y las posibilidades de 
mecanismos alternos de solución de conflictos.” 
 
En concordancia con el deber de informar al poderdante, el Código General 
del Proceso en su artículo 78 numeral 13 demanda en el mismo sentido la 
retroalimentación que debe hacer el abogado litigante, máxime cuando las 
decisiones que pueda tomar tienen un alcance y unas consecuencias claras. 
 
Nuevamente, para enmarcar el deber del letrado de informar a su cliente sobre 
el desarrollo del cargo encomendado, al margen del principio de libertad que 
le enviste, desde el punto de vista contractual, el código Civil, en su artículo 
2181 le obliga a “rendir cuentas de su administración”, situación que se 




C. LA INTERVENCIÓN DEL PODERDANTE EN LA TOMA DE 
DECISIONES DEL ABOGADO LITIGANTE COMO APODERADO EN 
EL DESARROLLO DE LA ACTUACIÓN JUDICIAL.  
 
El abogado litigante debe mantener autonomía en la toma de decisiones que 
le asiste como representante de su poderdante, bien sea para ejecutar todas 
las actuaciones que considere necesarias, enmarcada en la lealtad y buena 
fe, como para dimitir cuando las decisiones del cliente se encuentren en una 
posición irreconciliable en materia de legalidad. 
 
Es indiscutible, que al abogado litigante no se le puede exigir como al Juez 
objetividad e imparcialidad, por supuesto, porque su poderdante tiene un norte 
y unos intereses que se comprometió a liderar  hasta el fin, por lo que le es 
dable al letrado permitir la intervención del poderdante en las decisiones que 
debe tomar en el desarrollo del litigio, más aun cuando estas afectan 
decididamente la prosperidad parcial o total de las pretensiones o excepciones 
incoadas o cuando el umbral de riesgo es tan alto que no es posible determinar 
las consecuencias de la estrategia o decisión del letrado, pues en últimas el 
poderdante será quien asuma los riesgos propios de las decisiones y sea el 
primer o único  afectado  por las consecuencias propias del litigio, como ya se 
advirtió.  
 
En este contexto, es recomendable mostrar al poderdante los posibles 
escenarios que potencialmente pueden suscitarse con la toma de una decisión 
u otra, sopesando las posibles consecuencias y desenlaces, para que la 
estrategia o decisión que se vaya a adoptar (al margen que la técnica y el 
conocimiento sea del dominio del letrado), sea concertada entre apoderado y 
poderdante, es decir se asuma un riesgo informado, ya que  el fracaso total o 
parcial de las pretensiones o excepciones de la alzada inciden directamente 




Lo anterior se refiere, a aquellas actuaciones que aun cuando no requieren 
facultad expresa, si se hace precisa la intervención del mandante, teniendo en 
cuenta que una de estas actuaciones puede fundar, incluso, la terminación del 
pleito y el no consultarlo con el mandante, no solo afecta las pretensiones de 
aquél,  sino que apersona al abogado litigante  de sanciones  que tendrá que 
asumir de forma solidaria, por ejemplo, el incidente de tacha, donde la parte 
vencida asume una sanción pecuniaria que comparte con su apoderado, si 
este no contaba con autorización expresa de su mandante para su formulación 
o contención en el trámite de verificación de autenticidad del documento 
tachado o desconocido48. 
 
Otro escenario diferente dentro del mismo mandato, son las decisiones 
inmediatas que exigen acciones de forma, sucinta o sumaria, que debe 
ejecutar el letrado en el desarrollo del litigio, las cuales por su propia naturaleza  
no requieren la intervención directa del poderdante sino una actuación 
inminente del profesional, ya que de no realizasen pueden desencadenar  en 
el fracaso de las pretensiones o excepciones, más aun cuando no demanda 
un esfuerzo profesional prolijo,  sino de manejo  y atención básico.   
 
Vemos así, que el Código General del Proceso, exige por ejemplo que, dentro 
de procesos específicos como el verbal sumario, o declarativos especiales 
como el divisorio49, o el ejecutivo50  entre otros, las excepciones previas sólo 
podrán alegarse como fundamento del recurso de reposición contra el auto 
admisorio o el que libra mandamiento de pago, so pena de perder 
oportunidades procesales que contribuirían al éxito de los intereses de la parte 
pasiva; se indique la dirección física y electrónica de las partes o la 
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manifestación que se desconoce lo propio51, conllevando su incumplimiento a 
una inadmisión del libelo52, que ante su no subsanación, en defecto de 
seguimiento del proceso, conllevaría al rechazo de la demanda, 
eventualmente dentro de un término objeto de caducidad o prescripción de lo 
pretendido53;   
 
O el surtimiento del trámite de notificaciones54 que exige tanto detalle que su 
inobservancia, puede igualmente conducir a un fracaso irrefutable;  o la falta 
de manejo ante el cruce de audiencias, pues el Código General del Proceso, 
no solo restringió los aplazamientos, sino que impuso unas consecuencias 
legales ante su inasistencia,55 siendo  una contingencia que debe el litigante  
advertir a su cliente e incluso condicionar la prestación de su servicio a sustituir 
a otro profesional, tema que en la práctica ha generado temor en la pérdida 
del servicio y cierto hilo de desconfianza en el poderdante.  
 
 
D. CONSIDERACIONES PARA DETERMINAR CUÁNDO UNA 
PRETENSIÓN O EXCEPCIÓN SE CONSIDERA FRACASADA O 
FALLIDA.  
 
Para abordar este ítem, es necesario establecer el significado de fracaso, para 
lo cual, la Real Academia de la Lengua Española lo define56 como:  
 
De fracasar.  
 
1. m. Malogro, resultado adverso de una empresa o negocio.  
2. m. Suceso lastimoso, inopinado y funesto. 
3. m. Caída o ruina de algo con estrépito y rompimiento. 
4. m. Med. Disfunción brusca de un órgano. 
                                                 
51 Artículo 82 del Código General del Proceso. 
52 Artículo 90 del Código General del Proceso. 
53 Artículo 95 del Código General del Proceso. 
54 Artículo 291 y 292 del Código General del Proceso. 
55 Articulo 95 y 372 del Código General del Proceso. 




Ahora, sin perseguir un concepto categórico, se toma el fracaso en otro 
escenario, así:  
 
“Antes de hablar de fracasos, como suele aparecer en la literatura, es necesario 
aclarar que el término no es lo contrario al éxito; siendo relativo y no absoluto. 
El fracaso es considerado como derrota, pero en realidad depende de las 
expectativas que se tenían…”57 
 
Lo anterior, en los términos escritos, nos sirve de base para distinguir que no 
todo fallo contrario a lo deseado por el poderdante, es un fracaso en sí de los 
intereses del mismo, sino el producto de un discernimiento que tiene que hacer 
la justicia al momento de manifestarse, en esa búsqueda divina de “dar a cada 
quien lo que le corresponde”, es más, puede el poderdante considerar como 
fallida la pretensión que no se da en la plenitud de lo deseado.   
 
Hablar entonces del fracaso de las pretensiones o excepciones, es referirnos 
a un resultado adverso a las expectativas del poderdante, o en mejores 
palabras, a un resultado adverso a lo esperado por abogado y poderdante, 
pues, la intervención del abogado al momento de asumir un proceso, es 
aterrizar esa expectativa subjetiva y vindicativa del poderdante, a una 
jurídicamente viable. 
 
Cosa distinta, es que en esta etapa en la que se perfecciona el contrato de 
mandato, el abogado falto de profesionalismo, no advierta con sensatez las 
                                                 
57 SCHNARCH KIRBERGY, Alejandro. El marketing como estrategia de emprendimiento. [en linea] 
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resultas ya sea por ignorancia en la temática a tratar, por una deliberada 
promiscuidad en la recepción de causas o lo que es peor, sucumbido a una 
subordinación del mandante, quien termina imponiendo su posición 
económica o política, al manejo profesional del abogado, quien finalmente 
debe ser el único responsable.    
 
Corolario a lo anterior, la pretensión o excepción puede resultar concedida o 
no, pero también puede ser malograda antes de recibir un fallo, o incluso 
desdibujada desde antes de llegar al conocimiento de la jurisdicción o perderse 
en un mal planteamiento, incluso desencadenar perjuicios que pudieron ser 
mitigados imputándose lo propio a múltiples causas, que pueden ser 
atribuibles al abogado, como al poderdante o al cauce natural de la contienda. 
 
Para delimitar entonces, la responsabilidad civil del abogado, se hace 
necesario plantear en dos escenarios, varios contenidos que permiten 
identificar, cuando estamos frente a pretensiones o excepciones fallidas para 
el poderdante, diferenciadas por las causas de su resultado y por supuesto las 
que implican o no responsabilidad en el letrado.  
 
1. Primer escenario: El fracaso de las pretensiones o excepciones, 
por causa no atribuible a la falta de diligencia del abogado 
Litigante, sino a la fuerza que imprime la ley.  
 
En este plano la ley no contempla el resguardo o da cabida a lo solicitado, 
prima facie, es más, no aplica lo pretendido por el cliente bajo ningún precepto. 
Aquí las pretensiones o excepciones del poderdante, pueden estar llamadas a 
fracasar total o parcialmente sin que pueda atribuírsele responsabilidad alguna 




Ejemplo de lo anterior, podemos apreciar:  
 
 Derecho discutido:  Cuando las pretensiones o excepciones, no 
prosperan por no encontrarse amparadas en la ley, no ser legalmente 
viables o cuando son fortuitas en su apreciación, por ejemplo, cuando 
se busca un reconocimiento como heredero, pero finalmente no se tiene 
una vocación hereditaria o resulta alguna persona con mejor derecho.  
 
 Prescripción o Caducidad: Cuando a pesar que los derechos del 
poderdante pudieron estar amparados en la ley, los tiempos para 
acción, interponer una alzada o contestar la demanda, han prescrito en 
las manos del interesado con o sin su conocimiento,  acudiendo en el 
primer evento  al profesional más con un sentimiento de justicia que en 
atención a un orden justo y en el segundo evento con el sentir de 
reclamar lo propio, por ejemplo,  cuando el  compañero(a) permanente 
ha dejado transcurrir el año exigido para la disolución y liquidación de 
la sociedad patrimonial, solicitud de reconocimiento de paternidad 
pasados dos años del deceso del padre, lo atiente a los términos de 
prescripción de los títulos valores, termino para interponer la 
perturbación a la posesión,  y en general todo termino que invoca la 
prescripción extintiva de un derecho.  
 
 Insuficiencia de demostración o imposibilidad de medios: Cuando 
no es posible demostrar el derecho o interés que le asiste al 
poderdante, por  insuficiencia o ausencia de los medios probatorios,  no 
por falta de ingenio legal en la consecución de los mismos,  sino por la 
física imposibilidad de su adquisición,  ejemplo de ello lo constituye  un 
escaso caudal de pruebas documentales como facturas y 
comprobantes de pago,  que puedan demostrar los daños materiales 
causados, o cuando los testigos se ausentan o se retractan en el acto, 
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o hay una destrucción física de un documento privado que precede una 
reclamación,  etcétera.   
 
 Leyes sobrevinientes o cambio de posturas legales y/o 
jurisprudenciales: Esta postura, consiste en ese cambio, muchas 
veces intempestivo para los abogados, incluso para los operadores de 
justicia, de leyes o posturas jurisprudenciales que alteran en mala hora 
la culminación de un proceso. Por ejemplo, el advenimiento de  la 
exigencia, de demostrar que un predio era de exclusivo dominio 
privado, aun cuando su tradición lo iniciara baldío y  aunque siempre se 
dispuso por la ley civil que estos últimos no eran objeto de prescripción 
adquisitiva, fueron décadas, adelantándose procesos de pertenencia  
con el único lema de demostrar posesión  y actos de señor y dueño, 
hasta cuando en el  año 2014, incluso fallos ejecutoriados y en trámite 
administrativo de inscripción, fueron revocados por sendos fallos de la 
Corte Suprema de Justicia.   
 
  Actuaciones irregulares o delictuales de las partes y/o operadores 
de justicia: Aun cuando podría considerarse que en este escenario el 
derecho no queda desprotegido en su totalidad, sino que cambia de 
Juzgador, la realidad es que el litigio primario puede inexorablemente 
fracasar y dispersarse la pretensión del mandante. Estos eventos traen 
a colación, esas litis donde, por ejemplo, el titulo base de la ejecución o 
documento a discutir en la acción, ha sido falseado por uno de sus 
creadores o alterado a espaldas del poderdante, o el juzgador se ve 
inmiscuido en una acción irregular que altera su imparcialidad o un 
testigo que abiertamente miente.  
 
 Situaciones insospechadas: Observamos que hay situaciones que 
alteran de forma irresistible el objeto de la litis, no porque sean producto 
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de un delito, sino sencillamente porque han sido y lo son hasta hoy 
seres humanos los que elaboran, gobiernan, administran y disponen 
situaciones que afectan a los ciudadanos. Encontramos dentro de esta 
clasificación como ejemplo, cuando se presenta duplicidad en folios de 
matrícula inmobiliaria por parte de la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos sobre un único bien inmueble que afecta las 
medidas cautelares que inicialmente se consideraron materializadas y 
que luego se desfiguraron al aparecer un titular diferente al demandado.  
 
Y estos ejemplos por citar solo algunos, en la inconmensurable casuística de 
la praxis jurídica, donde a pesar de entregar el mayor cuidado y diligencia por 
parte del apoderado e incluso por parte del poderdante, no hay una victoria y 
muchas de las veces ni siquiera una batalla.  
 
2. Segundo escenario: El fracaso de las pretensiones por causas 
atribuibles a la falta de diligencia del abogado Litigante. 
 
Aun cuando es reiterativo manifestar que esta responsabilidad imputable al 
abogado litigante refiere la negligencia, impericia y falta de cuidado en su 
desempeño profesional, es propicio intentar especificar situaciones que se 
presentan a diario y que recogen lo dicho.    
 
 Desconocimiento de lo encomendado.  Se presenta cuando el 
abogado avala representar intereses que no se ajustan a derecho y 
promete la viabilidad de pretensiones o excepciones sin conocimiento 
o sustento en la ley, haciendo incurrir a su poderdante en inversiones 




Que la ley no obedezca a intereses subjetivos y se falle en derecho 
contrario a lo pedido por el mandante, no exime a que el abogado haya 
podido prever esta situación y advertirla a su poderdante. Se puso en 
marcha todo un andamiaje en pro de las expectativas del mandante, 
que no solo lo llevaron a invertir dinero, sino que lo predispusieron a 
combatir en una causa que tomo como válida a consejo y asesoría de 
su abogado.   En este escenario, falla el profesional al asesorar a su 
mandante sin la debida noción y/o actualización de los conocimientos 
inherentes a lo encomendado, que no puede excusar en un final en el 
que se descubre que definitivamente no era viable la petición del cliente, 
pues con seguridad, si el abogado hubiera advertido tal desenlace, 
habría el poderdante desistido desde antes de iniciar a comprometer su 
nombre y patrimonio.    
 
 Inobservancia de términos: Este escenario se configura cuando el 
profesional del derecho no interpone la acción en los términos 
establecidos por la ley, guardando la debida distancia de caducidad o 
prescripción, según el caso, o cuando no contesta demanda o no incoa 
solicitudes procesales puntuales en las etapas previstas para ello, o 
presenta de forma extemporánea alzadas trascendentales y en general 
cuando al margen de su conocimiento y experiencia, no hace uso de los 
términos legales.  
 
En el Derecho, todo es medido por el tiempo, todo debe obedecer a 
unos términos en pro de la seguridad jurídica y funcionamiento de la 
Justicia, desde la Academia, los abogados aprenden que cada acción, 
que cada excepción, tiene una oportunidad sustancial y procesal, y 
desde la praxis, el abogado litigante aprehende que es él quien debe 




Es compleja esta carga, porque el apoderado nunca será una maquina 
precisa que pueda advertir todo movimiento en su tiempo justo, pero 
definitivamente al comprometer su profesionalismo a que ello sea así, 
lo obliga a enriquecer sus medidas de vigilancia y a medir la suficiencia 
en su capacidad de trabajo, lo cual debe hacer previo al compromiso 
con su contratante. 
 
 Falta de cuidado, técnica y/o preparación personalizada del asunto 
encomendado: No basta empoderarse de los más altísimos principios 
éticos en la profesión de la abogacía o cumplir con un arsenal de 
conocimiento, si todo ello no está a disposición de nuestro encargo. No 
puede existir ninguna clasificación de los procesos para un abogado 
litigante a manera personal según estime su “importancia”, en el 
anaquel de sus deberes, basta con que haya comprometido su 
diligencia y profesionalismo en representar algún interés de uno de sus 
clientes, para abanderarla hasta el final. 
 
En este plano, observamos la indiligencia cuando el abogado interpone 
una acción, radica una alzada, atiende una contención, responde a un 
requerimiento judicial de forma fútil o apresurada en su contenido, con 
cimientos débiles que cobrarán sin pensarlo esa falta de cuidado en el 
esquema de su pleito, pues reflejará débilmente su objetivo o sumirá su 
pretensión en ligerezas, que terminaran imponiéndose sobre razones 
de hecho y de derecho.  
 
Se observa con inquietud, como el abogado litigante aun contando con  
los insumos sustanciales para nutrir su causa, no realiza  un aporte 
eficaz de los medios de prueba y/o no está presto a obtener los que con 
suficiencia demostrarían lo pedido, pareciera que se hace estático en 
cumplir formas y no en obedecer  preceptos legales y procesales 
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dinámicos; se observan peticiones descontextualizadas, que desgastan 
la inmediación de la justicia, que pueden dar  lugar a que la contraparte 
nutra su teoría del caso a costa de sus errores o se falle bajo la misma 
premisa y que decir de una eventual confesión, que puede configurarse 
por una  distracción del abogado.  
 
Asistir a las audiencias, demanda una preparación específica respecto 
al objeto puntual de la litis, que no puede dejarse al azar o al reflejo de 
otras tantas, por ello una imprecisión en la forma de su abordaje, un 
olvido en los detalles del objeto o una nula maniobrabilidad en el 
desarrollo de su contenido por falta de seguridad en lo defendido, sin 
lugar a dudas puede ser la causa del fracaso de las pretensiones. 
 
 No mitigar daños: Si bien le asiste autonomía al apoderado para elegir 
el procedimiento a seguir, dado su rol en el contrato de mandato y por 
supuesto el objeto contratado, ello también le implica que su estrategia 
mitigue los daños que ya se causaron o que pueden presentarse a 
futuro.  La puesta en marcha de su pericia, debe vencer sesgados 
ánimos de triunfo y más bien concentrarse, en las necesidades de su 
mandante, en la toma de decisiones razonables, con un toque de riesgo 
y osadía que puede respaldarse en incrementar beneficios, pero no en 
apostarlos.   
 
 No esforzarse por superar obstáculos:  
 
“La abogacía no es una consagración académica sino una concreción 
profesional, porque nuestro título no es el de "Abogado" sino el de “Licenciado 
en Derecho, que autoriza para ejercer la profesión de abogado”. Basta, pues, 
leerle para saber que quien no dedique su vida a dar consejos jurídicos y a 
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pedir justicia a los Tribunales, será todo lo licenciado que quiera ser, pero 
abogado, no”. 58 
 
Esta frase de Ángel Ossorio exhorta al abogado litigante a romper con 
monotonías procesales que parecieran encasillar los litigios en formulas 
precisas que desdibujan su concepto, obviando que su mayor 
obligación es pedir justicia y que lo propio se logra personalizando cada 
batalla, siendo acucioso en el moldeamiento de sus objetivos 
sustanciales, desafiando conceptos e interpretaciones, exhortando el 
procedimiento con todas las herramientas que existen a la mano para 
aclamar justicia. 
 
Podría recriminarse que lo anterior va más allá de las obligaciones que 
le asisten al profesional, pero lo cierto, es que se trata de reiterar que el 
abogado tiene la obligación de actualizar sus conocimientos,  de 
observar y exigir mesura en las relaciones con los servidores públicos, 
colaboradores y auxiliares de la justicia, contrpartes, abogados, atender 
con celosa diligencia sus encargos profesionales y en general ser 
sensato con el servicio que presta, lo que concluye que debe solucionar 
todo obstáculo que pueda encontrarse, que debe accionar cualquier 
medio que vivifique sus pretensiones, que debe ser rebelde cuando no 
comparta una posición si encuentra fundamento  legal que puede 
debatirla y que en general le podría acarrea el fracaso de las 
pretensiones o excepciones  al ser un profesional parco, pasivo y 
sumiso en un contexto legal y procesal tan rico como el nuestro.   
 
Nótese que lo anterior se exige al margen de un fallo a favor o en contra, 
es más, puede resarcirse los perjuicios que ha ocasionado un abogado 
litigante dentro de un proceso, cuando identifica la falla y busca 
                                                 
58 OSSORIO, Ángel. El alma de la toga. Buenos Aires: EJEA. 1989. pág. 3   
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solucionarla a través de una nueva alzada, de una paralela, de una 
novedosa que no dé la oportunidad de desfallecer o de excusarse en 
que su obligación es de medios y no resultados, cuando a la luz de la 
exigencia contractual demanda profesionalismo.   
 
Ahora en el desarrollo de la labor del abogado, dada la naturaleza de su 
alcance y el campo de acción que le asiste, puede revestir otras situaciones 
diferentes a las planteadas, pues no podemos olvidar que el actuar del letrado 
se marca tantas veces, como a tantos tribunales acude y a tantos poderdantes 
representa. De allí el requerir de su actuar siempre diligente, activo y prestante 
en el objeto encomendado.  
E. DETRIMENTO PATRIMONIAL AL MANDANTE A CAUSA DE UNA 
PRETENSIÓN O EXCEPCIÓN FRACASADA O FALLIDA.  
 
Determinado el escenario en el cual las pretensiones o excepciones del 
mandante se consideran fracasadas o fallidas, para efectos de este trabajo, es 
menester identificar cuando un derecho litigioso es a título oneroso y cuando 
no, pues de allí nace o se intensifica el detrimento para el mandante. 
 
Removiendo  en el concepto de derecho litigioso, vemos como el mismo ha 
sido conceptualizado como:  “el derecho material que es objeto de disputa en 
un juicio” y este a la vez es contentivo de unas pretensiones que de 
conformidad con el derecho material en que se apoya, pueden ser reales, 
personales o mixtas y de conformidad con la acción que representan pueden 
ser  declarativas, de jurisdicción voluntaria, ejecutivas, etcétera  y a la vez por 
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el contenido de la sentencia, se clasifican en pretensiones  declarativas, 
constitutivas, de condena y cautelares.59   
 
En tal sentido, cuando una persona adquiere una expectativa sobre un 
derecho sustancial, busca materializar su pretensión o excepción y dispone 
su entrega y confianza a un abogado, para que represente ese fin y por ende 
la consecución del mismo. Para efectos de este trabajo, y reduciendo el 
perjuicio al que puede verse abocado el mandante,  nos apartaremos de la 
clasificación de pretensiones que el abogado maneja dentro de su litigio y 
reduciremos la clasificación de las pretensiones del mandante en las que 
pueden cuantificarse en dinero desde su planteamiento, hasta las que 
definitivamente se dirigen a un  interés no pecuniario, que no teniendo por ello 
un trato desigual al momento de su defensa, si son diferenciables al momento 
de fijar un detrimento en el mandante.     
 
Dentro de las pretensiones clasificadas como onerosas se identifica un fin 
tangible, cuantificable, aritmético, que encierra una expectativa rigurosamente 
económica.  Encontramos en este sentido, aquellos procesos que buscan 
satisfacer el pago de una obligación cambiaria y/o ejecutiva, o no pagarla al 
considerarse exigible, los que tiene fijada una cláusula penal cierta, los que 
buscan declarar unos perjuicios, el reconocimiento de un  derecho patrimonial 
dentro de una universalidad jurídica y en general aquellos dirigidos a 
incrementar el peculio del mandante,  a veces de forma cierta y 
matemáticamente  proyectable y en otras ocasiones, de formas más ambiguas 
y demostrables, pero convergiendo en la obtención de capital.  
 
Dentro de la segunda clasificación, encontramos aquellas pretensiones o 
excepciones que no se expresan en cifras monetarias, donde su contendido 
                                                 
59 Clasificación propuesta por el tratadista HERNÁN FABIO LÓPEZ BLANCO, en el Código General 
del Proceso, Parte General pág. 319 y 320  
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es personal, de trascendencia familiar, como aquellas que buscan el 
reconocimiento, reclamación, rectificación y modificación del estado civil, la 
cesación de efectos civiles o divorcio, entre otras, las cuales aunque no 
conllevan con su fracaso un eminente detrimento patrimonial al mandante, la 
negación de las pretensiones o excepciones por falta de diligencia  puede traer 
consigo daños como el  moral,  que frente a una eventual responsabilidad civil 
del litigante, se puede traducir en una penalización monetaria para el letrado 

























III. LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL QUE LE ASISTE AL 
ABOGADO LITIGANTE COMO MANDATARIO FRENTE A SU 
PODERDANTE.  
 
Para determinar la responsabilidad patrimonial del abogado frente a su 
poderdante, seria del caso traer a este capítulo lo esbozado en anteriores 
frente a la responsabilidad civil, en los cuales se examinó los elementos de la 
responsabilidad contractual y su incidencia, donde para el caso concreto, el 
abogado litigante responde hasta por la culpa leve, cuando exista un contrato 
de mandato, un daño y una relación causal entre la conducta del letrado y el 
daño generado al mandante.  
 
Para abordar lo propio y con el ánimo de determinar si existe responsabilidad 
patrimonial del abogado litigante hacia su mandante se retoma la fórmula 
planteada por OBDULIO VELÁZQUEZ POSADA, en su tratado de 
“Responsabilidad civil extracontractual y que se ha modificado para este 
trabajo, así: 
 
R = (Co + C + c + D + N)60 
 
Donde R: representa la incógnita que tiene el operador del derecho de 
identificar si el abogado litigante es o no responsable de reparar un daño. 
 
Retomando cada uno de los parámetros que hacen parte de la fórmula 
planteada (Co, C, c, D y N), se determina el escenario general hipotético, en 
el cual el abogado litigante es responsable civilmente ante su mandante de la 
siguiente manera:  
 
                                                 
60 Fórmula original:  R = ( C + c + D + N). Tomada de POSADA VELÁSQUEZ, Op. Cit., p. 16. 
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Existe un contrato de mandato entre abogado litigante y 
poderdante (Co). El cual debe ser válido, libre de vicios, expreso o 
tácito, escrito o verbal o de cualquier otro modo inteligible. 
 
(C): El abogado litigante realizó una conducta sin la debida 
diligencia.  Bajo este escenario, el letrado que ostenta la obligación de 
adelantar su gestión de forma diligente, en procura del beneficio de su 
mandante, termina omitiendo su deber, como se expuso en el acápite 
de este trabajo, “2. Segundo escenario: el fracaso de las pretensiones 
o excepciones por causas atribuible a la falta de diligencia del abogado 
litigante.”61 
 
(c): Culpa o dolo. Como ya se ha mencionado, para que la conducta 
conlleve a una responsabilidad civil, la misma debe cometerse hasta 
con culpa leve, de conformidad con el contrato de mandato.  
 
(D): El poderdante sufrió un daño. Para que se presente 
responsabilidad civil se requiere que se haya causado un daño cierto, 
personal y antijurídico, reiterando que este factor está representado en 
el menoscabo que sufre el poderdante por culpa de su abogado, que 
conllevo al fracaso parcial o total de lo pretendido,  existiendo un 
detrimento patrimonial, lo cual se da  cuando las pretensiones o 
excepciones, versen sobre cuantías económicas, bienes u otros 
transables comerciales y que representan dinero y/o cuando existe un 
daño moral en el mandante. 
 
(N): Existe un nexo causal entre la conducta y el daño causado. En 
este punto, existe el nexo causal cuando el abogado litigante realiza su 
                                                 
61 “2. Segundo escenario: el fracaso de las pretensiones o excepciones por causas atribuible a la falta 
de diligencia del abogado litigante” pág. 55. 
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gestión sin la diligencia que le debe asistir, causando un daño a su 
mandante, representado en el fracaso total o parcial de las 
pretensiones.  
A. CLÁUSULAS DE EXONERACIÓN, EXCLUSIÓN Y LIMITACIÓN DE 
RESPONSABILIDAD. 
 
Un elemento que tiene la vocación de limitar, atenuar o exonerar los perjuicios 
a sufragar por el deudor incumplido, concierne a las denominadas cláusulas 
de exoneración, exclusión y limitación de responsabilidad, las cuales son de 
libre estipulación entre las partes y alteran el resultado de la fórmula planteada, 
al fijar la indemnización que la ley estipula bajo el convenio a voluntad de las 
partes. 
 
Es válido precisar, que las mismas son viables y aceptables por nuestro 
ordenamiento, mientras se sujeten a la observancia del orden legal y buenas 
costumbres al tenor del artículo 16 del Código Civil, bajo la exigencia de no 
pactar la condonación de dolo futuro como lo prevé el artículo 1522 ibídem y 
por supuesto fijando un objeto lícito como lo reza el articulo 1523 ibídem. 
 
Así las cosas y encontrándose las cláusulas limitativas o exonerativas de 
responsabilidad como una nueva variable de la responsabilidad civil del 
abogado litigante, se incorporan a la fórmula adoptada como CL, así: 
 
R = (Co + C + c + D + N) – CL 62 
 
                                                 





Donde CL no exime de responsabilidad civil, sino atenúa o exonera la 
indemnización. 
 
En resumen, la fórmula planteada que se ha venido ajustando para identificar 
si el abogado litigante es o no responsable de reparar un daño (R), requiere 
que se presenten una serie de variables sine quanum, representadas en los 
elementos de la responsabilidad contractual, es decir que,  exista un contrato 
de mandato con su poderdante (Co), se realice una conducta (C) con culpa o 
dolo (c), se genere  un daño ( D)  cierto, personal y antijurídico al mandante y 
por supuesto que exista un nexo causal (N) entre la conducta desplegada por 
el letrado y el daño generado,  lo cual daría al traste con la responsabilidad 
civil del abogado litigante y sobre la cual las cláusulas limitativas o 
exonerativas de responsabilidad (CL) atenúan o exoneran de pago de 
perjuicios  al abogado  litigante. 
 
El anterior, sería el escenario genérico en el cual el abogado litigante es 
responsable civilmente ante su poderdante, por los perjuicios que su conducta 
cause, teniendo en cuenta todos los elementos que hacen parte de la 
responsabilidad civil y con la inclusión de las cláusulas exonerativas o 
limitatorias en la materia. 
 
Es necesario, someter el anterior modelo genérico de responsabilidad civil del 
abogado litigante a una variable que tiene el poder de alterar la 
responsabilidad del letrado, cual es la intervención expresa y especial del 




B. LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL QUE LE ASISTE AL 
ABOGADO FRENTE A SU PODERDANTE, CON LA INTERVENCIÓN 
EXPRESA Y ESPECIAL DEL MANDANTE.  
 
En el transcurrir normal de una relación abogado poderdante que busca 
inicialmente la asesoría en materia legal para posteriormente erigir la tutela de 
sus derechos y defender sus intereses a través de  una acción, contradicción 
o encargo requerido de acuerdo al caso, al margen del principio de libertad 
que cobija al abogado y le permite autonomía en su actuar, se ha hecho 
expreso que el mandante  también puede  aportar a su causa, no desde la 
técnica o el conocimiento de la ley, sino a partir del discernimiento de los 
hechos y del contexto del problema que le asiste, por lo que desde esta 
perspectiva le es dable intervenir en procura de dar claridad al letrado de los 
diferentes matices del problema, quien lo traducirá en la estrategia más 
adecuada a implementar y definirá los insumos para lo propio. 
 
Uno de los casos puntuales en el cual el mandante  debe intervenir en las 
decisiones que pueda tomar su apoderado,  refiere a aquellas circunstancias 
en que el paso a seguir en el litigio acarrea la toma de decisiones entre un 
plural de alternativas,  cuyo resultado en la elección  de una u otra no permite 
dilucidar un prudente resultado, en otras palabras, cuando las alternativas 
recientes no procuran una expectativa positiva en el resultado de las 
pretensiones o excepciones primigenias, previéndose un riesgo de fracaso de 
tan alto calibre que debe intervenir el poderdante para asumir tal decisión. 
 
Así las cosas, la labor del letrado es exponer con la mayor minuciosidad las 
alternativas en las decisiones que debe tomar, informado hasta dónde va el 
alcance de su representación, hasta donde las proyecciones jurídicas de sus 
pretensiones o excepciones, las opciones a la hora de tomar decisiones que 
pueden anteponer un derecho a otro, ponderar intereses para así ejecutar la 
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decisión tomada, conocer posibilidades jurídicas y estimar viabilidad,   
garantizando información oportuna y eficaz al poderdante, quien asumirá el 
riesgo propio de la situación.  
 
Este tipo de decisiones no puede ir en contravía del principio de libertad del 
abogado, pues él cumple con entregar la baraja de alternativas y sus 
consecuentes repercusiones, así como su alcance legal y eventual proyección 
de baja, nula  o alta probabilidad de éxito y quien en dado caso de  que la 
alternativa a seguir por mandato de su poderdante  no le sea aceptable por 
ética, legalidad o por otra circunstancias o le imponga alguna clase de 
condicionalidad no concertada, siempre tendrá la alternativa de dirimir de su 
encargo. 
 
Así las cosas, la vinculación del cliente en la toma de decisiones dentro del 
rigor señalado, es un eximente de responsabilidad civil en el evento en que las 
pretensiones fracasen a causa de la decisión auspiciada por el poderdante y 
para el efecto, es preciso que lo propio sea manifiesto, claro y expreso.    
 
Se reitera, la intervención del mandante debe obedecer a decisiones 
trascendentales para el curso del litigio, donde la incertidumbre en el resultado 
desborda  el criterio del abogado, pues las demás actividades que sigue 
ejerciendo el letrado, son responsabilidad única y exclusiva  del mismo, por lo 
que no se puede instar que se exceptúa de responsabilidad a los abogados 
por el hecho de “consultar” cada paso a su mandante y recibir un parecer o 
una  orden, en trámites y decisiones que dan curso al litigio.  
Se observa que a este contexto incursiona una nueva variable para determinar 
la eventual responsabilidad patrimonial del abogado, cual es la intervención de 
su poderdante en la toma de las decisiones, que conllevaron el fracaso parcial 
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o total de las pretensiones o excepciones, por lo que esta nueva variable exime 
o atenúa la responsabilidad patrimonial del letrado: 
R = ((Co + C + c + D + N) – CL) – IP 63 
 
Donde IP refiere a la intervención del poderdante en la toma de 
decisiones del abogado litigante. 
 
En este contexto en que se evalúa la responsabilidad civil del abogado 
litigante,  debe existir un contrato válido de mandato (Co) con su poderdante, 
la realización de una conducta (C) con culpa o dolo (c) por parte del letrado, la  
generación de  un daño (D) cierto, personal y antijurídico al mandante y por 
supuesto  un nexo causal (N) entre la conducta desplegada por el letrado y el 
daño generado, lo cual inicialmente supondría  la responsabilidad civil del 
abogado litigante y sobre la cual la existencia de  las cláusulas limitativas o 
exonerativas de responsabilidad (CL), atenuarían o exonerarían el pago de 
perjuicios al litigante; sin embargo, al margen de existir o no dichas clausulas, 
la intervención del poderdante  (IP) en la toma de esas decisiones puntuales 
que afectan decisivamente la prosperidad de las pretensiones o excepciones, 
potencialmente eximen de responsabilidad  al abogado litigante, pues es 
precisamente el poderdante quien asume el riesgo del resultado con respecto 
a la decisión o estrategia desplegada en el litigio.  
 
Ahora, para que el abogado litigante se exima de responsabilidad civil frente a 
su mandante en el caso en que fracasen las pretensiones, precisamente por 
la intervención de este último en la toma de decisiones, es preciso tener en 
cuenta: 
 
                                                 




 El abogado litigante ha realizado un exhaustivo estudio del problema 
que le ha permitido esbozar las alternativas a seguir, proyectando 
mesuradamente el riesgo y con ello palpando las opciones de éxito o 
fracaso, dentro de la naturaleza de medios que le es dable. 
 
 El abogado litigante ha explicado a su poderdante cada una de las 
alternativas planteadas, haciendo énfasis en los riesgos, comparando 
cada una de las alternativas y trasmitiéndolas con el mayor detalle 
dentro de un lenguaje cotidiano que le permita al mandante considerar 
el contexto de la situación y el grado de incertidumbre que genera la 
toma de cualquiera de las alternativas con sus posibles desenlaces. 
 
 Frente a la explicación entregada por parte del abogado litigante sobre 
las alternativas en la toma de decisiones, el poderdante asiente la 
decisión de implementar una de las alternativas, siendo consiente de 
los riesgos. 
 
Sin embargo, es necesario resaltar, que aun cuando el poderdante haya 
intervenido en la toma de decisiones del abogado litigante, pueden surgir 
eventos en los que no se puede excluir de responsabilidad civil al togado, 
frente al fracaso de las pretensiones, como, por ejemplo: 
 
 Cuando el abogado litigante se abandona a una negligente praxis 
profesional, apartándose de un estudio de la teoría de su caso. 
 
 No cuenta con una estrategia jurídica o es deficiente la planeación 
frente a la misma. 
 
 Individualiza su parecer y se sesga a posibles alternativas, que se 




 No actualiza y fortalece su conocimiento e información sobre el caso en 
concreto y más aún, cuando se evidencie sendas deficiencias que 
palpablemente no le permitan determinar un conjunto de alternativas 
acordes para la solución del litigio, lo que lo conduce a exhibir o sugerir 
una decisión errada y desacertada, con desmesura en el riesgo tomado 
o aludido al poderdante, que conllevó al fracaso de las pretensiones o 
excepciones.  
 
Contrario a todo lo anterior, es la confabulación de abogado-poderdante en 
acciones irregulares para salir de forma avante en las pretensiones 
propuestas, pues allí se observa una responsabilidad entre otras, civil pero 
hacia terceros, como lo informa el artículo 81 del Código General del Proceso  
que no se consolida con el objeto de este trabajo, pues lo propio se encuadra 
en claras y afrentas conductas de temeridad y mala fe, las  cuales difieren  de 
acciones negligentes o descuidadas y se ubican más en el plano punible, lo 
que exporta el litigio a una contienda  que desdibuja el abogado litigante como 
profesional y al poderdante, como sujeto de derechos.  
C. LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL QUE LE ASISTE AL 
ABOGADO FRENTE A SU PODERDANTE, SIN LA INTERVENCIÓN 
EXPRESA Y ESPECIAL DEL MANDANTE. 
 
Se presenta este escenario concreto, cuando el abogado litigante haciendo 
uso de su autonomía y albedrio,  elige su estrategia y los medios e insumos 
necesarios para llevar a cabo el litigio y en el transcurso de la litis,  incurriendo 
en una conducta (C) con culpa o dolo (c), generando un daño (D) cierto, 
personal y antijurídico al mandante y  con la existencia de  un nexo causal (N) 
entre la conducta desplegada por el letrado y el daño, lo anterior en el contexto 
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de un contrato de mandato (Co) en el cual puede haberse o no pactado 
clausulas limitativas o exonerativas de responsabilidad (CL) que atenúan o 
exoneran el pago de perjuicios al litigante.   En este modelo se suprime la 
variable IP (intervención del poderdante). 
R = (Co + C + c + D + N) – CL64 
 
Así las cosas, se exponen algunos ejemplos en que la falta de diligencia y 
cuidado del letrado hacen que las pretensiones de la alzada fracasen y 
potencialmente se configure una responsabilidad civil contractual del abogado 
litigante, resaltándose que para que exista una responsabilidad del letrado, 
dicho fracaso de las pretensiones o excepciones debe ser imperioso, es decir, 
que el mismo no pueda restablecerse a la normalidad jurídica, remediarse por 
una nueva actuación judicial o encausarse bajo  algún medio legal, que permita 
mantener su vigencia y logro, así:  
 




Se parte de dos constantes en la estructura de la fórmula planteada: (1) 
Preexistencia de un contrato de mandato y (2) el daño. 
 
 FRENTE AL CONTRATO (Co): Bajo lo aquí estudiado se ha concluido 
que existe un contrato de  mandato entre el abogado litigante y su 
poderdante, el cual presupone obligaciones claras en el letrado, aun 
cuando no sean explicitas, que obedecen al objeto propio de lo 
encomendado,  a la naturaleza del servicio prestado  y a la Lex Artis del 
                                                 
64 Fórmula original:  R= (C + c + D + N). Tomada de POSADA VELÁSQUEZ, Op. Cit., p. 16. 




profesional, lo cual presume que el letrado conoce las expectativas, 
necesidades y factibilidad de los derechos e intereses  de su 
poderdante, ya que son precisamente el punto de partida de lo 
encomendado. 
 
 FRENTE AL DAÑO (D) : El cliente-poderdante sufrió un daño cierto, 
personal y antijurídico, desechando el panorama de lo hipotético o 
circunstancial,  que se representa en lo dejado de percibir, cumplir o 
recibir y en general, en la vulneración del derecho fundamental del 
mandante de acceder a la justicia y   recibir una respuesta de ella, que 
se  traduce en unos perjuicios materiales y/o morales, ya que fue 
consecuencia de una gestión negligente, insuficiente o nula  por parte 
de su apoderado. 
 
a). El abogado litigante no ejecutó la acción, contradicción o encargo, dentro 
de los términos de prescripción o caducidad.   
 
 Contrato de mandato (Co): Constante o parámetro fijo. 
 Conducta (C): El abogado litigante no radico la demanda, contestación 
o acción judicial requerida dentro de los términos de caducidad de la 
acción o dentro del término de prescripción del derecho.   
 Culpa o dolo (c): La conducta referida se cometió hasta con culpa leve, 
pues el profesional en derecho tenía el conocimiento y por ende la 
obligación de accionar lo propio, en los términos establecidos 
legalmente para evitar la prescripción o caducidad de la acción, es más, 
el objeto del mandato exigía pericia en el desarrollo del mismo.  
 Daño (D): Constante o parámetro fijo. 
 Nexo Causal (N): El daño causado al poderdante se originó a causa de 
la falta de diligencia y cuidado que debió ejercer el letrado como 
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representante de su cliente, al no activar la acción, contradicción o 
mandato a tiempo.  
 
b). El abogado litigante no proyectó todas y cada una de las pretensiones o 
excepciones acordadas, planteadas o previstas para la representación de su 
poderdante, bajo una elaboración y esquematización de las mismas, cuidando 
su contenido, alcance y derecho asistido. 
 
 Contrato de mandato (Co): Constante o parámetro fijo. 
 Conducta (C): El abogado litigante no proyectó las pretensiones o 
excepciones de su mandante, no las visibilizo o las exigió a la justicia, 
o su elaboración y esquematización fue insuficiente, descuidando su 
contenido, alcance y derecho asistido. Dentro de este ítem, hay que 
considerar con agudeza que se trata de pretensiones o excepciones, 
que fueron discutidas en su viabilidad o son previsibles dentro del objeto 
de lo encomendado.  
 Culpa o dolo (c): La conducta referida se cometió hasta con culpa leve, 
pues el profesional en derecho no fue diligente con el objeto 
encomendado, lo desprotegió e inobservo, al punto de desacertar en su 
reclamo.  
 Daño (D): Constante o parámetro fijo. 
 Nexo Causal (N): El daño causado al poderdante se originó a causa de 
la falta de diligencia y cuidado que debió ejercer el letrado como su 
representante, al no visibilizar o materializar legalmente las 
pretensiones o excepciones acordadas, planteadas o previstas para la 
representación de su poderdante.  
c). El abogado litigante no arrimó las pruebas existentes a su disposición o 
dentro de la oportunidad legal y ello fue decisivo en el fracaso de las 
pretensiones o excepciones.  
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 Contrato de mandato (Co): Existe un contrato de  mandato entre el 
abogado litigante y su poderdante, el cual presupone obligaciones 
claras en el letrado, aun cuando no sean explicitas,  que obedecen al 
objeto propio de lo encomendado, a la naturaleza del servicio prestado 
y a la Lex Artis del profesional, incluso a la prestación de un servicio 
cualificado que lo obligan a tener una panorámica del desarrollo del 
litigio,  el conocimiento del régimen probatorio aplicable, la actualización 
de la aplicación del mismo y la pericia de su manejo al caso en concreto.  
 Conducta (C): El abogado litigante no cumple con la carga probatoria 
en los términos legales, no hace uso de los potenciales medios de 
prueba que tiene a su disposición y conocimiento, o de los medios 
impugnatorios, ya sea por aporte del mandante o por la naturaleza 
propia de lo encomendado, desconoce flagrantemente la técnica de la 
práctica probatoria, descuida los términos de aporte, apreciación o 
refutación de las pruebas.  
 Culpa o dolo (c): La conducta referida se cometió hasta con culpa leve, 
pues el profesional en derecho descuidó, desconoció o subestimó 
indeliberadamente,  el régimen probatorio para el caso encomendado; 
no allego las pruebas obrantes en su poder, no mantuvo actualizado su 
conocimiento frente a la técnica de las pruebas arrimadas lo que pudo 
afectar tanto el aporte de sus medios de prueba como la contención de 
los medios de prueba del contrincante; no fue dinámico en la 
consecución de lo necesario para probar sus pretensiones o 
excepciones y en general no fue diligente en su fundamento probatorio, 
en lo inmediatamente conocido y apreciado desde que asumió la 
representación de su poderdante.    
 Daño (D): Constante o parámetro fijo. 
  Nexo Causal (N): El daño causado al poderdante se originó a causa 
de la falta de diligencia y cuidado que debió ejercer el letrado como 
representante de su cliente, al no arrimar las pruebas existentes a su 
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disposición o dentro de la oportunidad legal, al desconocer 
flagrantemente la técnica probatoria y en general al dar un desarrollo 
obtuso al régimen probatorio aplicable al caso en comento, siendo 
decisivo lo propio para el fracaso de las pretensiones o excepciones.  
d). El abogado litigante no cumplió con la asistencia y representación debida 
a las audiencias ordenadas por el Despacho, dentro del proceso representado. 
 Contrato de mandato (Co): Constante o parámetro fijo. 
 Conducta (C): El abogado litigante no asiste a las audiencias, aun 
cuando de forma genérica nuestro ordenamiento procesal está regido 
por un proceso oral y por audiencias y cada caso en concreto, regulado 
por encuentros públicos puntuales.  Es responsable el abogado, al no 
asistir a una audiencia por descuido, olvido o cualquier causal que no 
constituya fuerza mayor o caso fortuito, además, por no mitigar esa 
ausencia bajo la sustitución de poder, por ejemplo, y es responsable 
civilmente el togado, cuando asistiendo, desconoce el objeto del 
encuentro público, no prepara su contenido o sencillamente actúa de 
forma ligera e irresponsable, atentando contra el objeto dado en 
procuración.  
 Culpa o dolo (c): La conducta referida se cometió hasta con culpa leve, 
pues el profesional en derecho descuidó, desconoció o subestimó 
indeliberadamente, la asistencia, manejo y conocimiento de las 
audiencias convocadas.    
 Daño (D): Constante o parámetro fijo. 
 Nexo Causal (N): El daño causado al poderdante se originó a causa de 
la falta de diligencia y cuidado que debió ejercer el letrado como 
representante de su cliente, quien inmerso en un contexto jurídico, dado 
el servicio ofrecido, debe conocer el alcance y naturaleza de las 
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audiencias públicas convocadas y la dinámica en general de lo 
encomendado.  
e). El abogado litigante no mantuvo dinámico el proceso, por lo que su 
inactividad propició una terminación anormal del proceso en contra de los 
intereses de su mandante, como la aplicación del Desistimiento tácito. 
 Contrato de mandato (Co): Constante o parámetro fijo. 
 Conducta (C): El abogado litigante no cumple con su carga procesal 
con o sin requerimiento de autoridad judicial o no promueve la actividad 
que dinamiza su litis, lo que conduce al decreto de un desistimiento 
tácito fundado. 
 Culpa o dolo (c): La conducta referida se cometió hasta con culpa leve, 
pues el profesional en derecho descuidó, desconoció o subestimó 
indeliberadamente el manejo y desarrollo de la litis.  
 Daño (D): Constante o parámetro fijo. 
 Nexo Causal (N): El daño causado al poderdante se originó a causa de 
la falta de diligencia y cuidado que debió ejercer el letrado como 
guardián de su proceso.  
f). El abogado litigante, por cuenta propia, toma decisiones temerarias o de 
mala fe que desencadenan una condena en costas para la parte que 
representa o la pérdida total o parcial de las pretensiones o excepciones de su 
poderdante, amén de perjuicios a la otra parte o a terceros. 
 Contrato de mandato (Co): Constante o parámetro fijo. 
 Conducta (C): El abogado litigante no cumple con los principios y 
deberes que le exige su profesión, cual es actuar con probidad y lealtad 
procesal, al punto que no solo antepone sus intereses personales de 
forma antagonista con la justicia, sino que atenta contra su poderdante, 
el cuidado y procura de los intereses de éste. 
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 Culpa o dolo (c): La conducta referida se cometió por dolo o 
negligencia por parte del togado, que afectó directamente los intereses 
confiados por su poderdante, no solamente disminuyendo, o más bien, 
afectando negativamente las resultas de las pretensiones o 
excepciones, sino incurriendo en perjuicios a terceros.  
  Daño (D): Constante o parámetro fijo. 
 Nexo Causal (N): El daño causado al poderdante se originó a causa 
de la conducta del togado como profesional probo y diligente en la 
guarda de lo encomendado.  
 
Lo anteriores ejemplos comportan la responsabilidad civil del abogado litigante 
frente a su mandante, donde se resalta el comportamiento de las variables que 



















1. En Colombia, no existe un compendio unificado o norma única de 
principios, obligaciones, facultades y derechos del abogado litigante, por el 
contrario, lo propio se recoge en varias normas, entre ellas la ley 1123 de 
2007 o Código Disciplinario del Abogado, lo que resulta vigente del decreto 
196 de 1971, la Constitución Política, el Código Civil,  la ley 1564 de 2012 
o Código General del Proceso, pronunciamientos jurisprudenciales  y 
disposiciones doctrinales y en la misma Lex Artis, lo que no obsta para que 
todas y cada una de ellas engrosen la fuente de las obligaciones del 
abogado y no se sesgue su aplicación dependiendo la materia o rama en 
que se litigue o se reduzca lo propio a lo convenido con el poderdante. 
 
2. La relación contractual entre abogado litigante y poderdante, se 
contextualiza en un contrato de mandato, dada la calidad de las partes, ya 
que se trata de un profesional con largos estudios que ofrece un servicio 
de representación cualificada y por otra parte, porque los actos 
comprometidos y por ejecutar son jurídicos.  
 
3. El contrato de mandato presupone obligaciones claras en el abogado 
litigante, aun cuando no sean explicitas y expresas, que obedecen al objeto 
propio de lo encomendado, a la naturaleza del servicio prestado  y a la Lex 
Artis del profesional, siendo posible que su celebración pueda ser verbal o 
escrita, expresa o tácita y en todo caso de cualquier modo inteligible, lo que 
lleva a presumirlo con el otorgamiento de  un memorial poder y sin que lo 
propio exonere o exima  de forma alguna la responsabilidad del abogado o 
de su poderdante, sino por el contrario, exija con mayor rigor un 
cumplimiento más cercano a lo deontológico y a los principios de la 




4. Como quiera que precede el acuerdo de voluntades entre poderdante y 
abogado para iniciar una representación y las facultades y alcance del 
mandato  obedecen  a  la naturaleza del servicio prestado y  al objeto de lo 
encomendado, la responsabilidad del togado es contractual, lo que 
conlleva a que lo elementos estructurales de la configuración de la 
responsabilidad dentro de este marco, correspondan a la existencia de un  
contrato valido, al acaecimiento de un  daño cierto, personal y antijurídico 
(desechando el panorama de lo hipotético o circunstancial),  a la culpa y al 
nexo causal. 
 
5. Al referirnos a culpa, es necesario indicar que el blanco de reproche se 
centra en la diligencia que le imprima el abogado litigante como profesional, 
más allá de cómo lo prescribe la norma de guardar lo encomendado como 
un buen padre de familia, lo que debe calificarse al momento de tipificar la 
responsabilidad civil, es que el actuar sea el propio de un profesional activo 
y en general con el mínimo de cuidado, pericia y diligencia exigible a 
cualquier abogado litigante. 
 
6. El daño sufrido por el poderdante no debe ser hipotético, pues no hay que 
apartarnos que lo pretendido en un proceso obedece a criterios de justicia 
que deben aplicarse bajo múltiples factores y partes, implicando variables 
humanas, fácticas y legales. 
 
7. Como quiera que la relación contractual entre apoderado y poderdante 
nace de la libertad contractual propia, es dado pactar las cláusulas 
exonerativas o excluyentes de la responsabilidad, que mientras se ajusten 
a lo establecido por la ley, tienen la vocación de disminuir o excluir el pago 
de perjuicios en el evento que se configure responsabilidad civil en el 




8. La naturaleza de la obligación que le asiste al abogado es de medios y no 
de resultados, siendo ello la regla general dentro del marco contractual   ya 
que para que sea de resultados debe ser explicita en cuanto a su alcance, 
posibilidad de ejecución y control en el ejecutante, pues no hay que perder 
de vista que al hablar específicamente del litigio, el mismo se asimila a una 
contienda, cuyo victoria o fracaso depende de muchos factores, que si bien 
no son del todo desconocidos, tampoco pueden sistematizarse, preverse y 
garantizarse en sus  resultas 
 
9.  Con la entrada en vigencia del Código General del Proceso, el abogado 
litigante está inmerso en la dinámica de la oralidad, que conlleva 
inmediatez, agilidad mental, sagacidad, estrategia inmediata que exige 
interiorizar el objeto del litigio, pues la nueva normatividad amplía o más 
bien, otorga facultades que responsabilizan aún más al abogado litigante, 
como la confesión por apoderado que incluso es irrenunciable, la 
estimación del juramento estimatorio y sus implicaciones en la precisión o 
desatino en dirección al patrimonio del poderdante, la práctica del 
interrogatorio de la propia parte, el aporte y solicitud precisa del acervo 
probatorio, la flexibilización en los ritualismos al momento de sustituir poder 
por ejemplo, imposibilidad de aplazar diligencias, intervención en 
actuaciones extraprocesales, la permisividad en la alzada de recursos 
extraordinarios, entre otras que  empoderan al abogado litigante, sin 
autorización expresa del mandante. 
  
10. El Código General del Proceso, determina unos deberes, facultades y 
responsabilidades del apoderado, sujetos por la naturaleza de la nueva 
corriente de oralidad, inmediatez, transparencia y búsqueda de la verdad, 
a principios de lealtad y buena fe, que son calificados con mayor rigidez y 




11. Hay que desmitificar que la labor del abogado litigante dentro de un 
proceso es omnipotente y absoluta, que su labor no consiste en asumir 
todas las decisiones, desarrollar todo el objeto del litigio y acorazar todos 
los riegos como un obligación tácita, pues más allá de ver tal actitud como 
algo positivo, se considera como una de las mayores negligencias en el 
letrado, a quien se le exige constante comunicación con su poderdante, a 
quien no solo  en virtud de la ley debe  involucrar directamente en todas y 
cada una de las etapas del litigio, sino en atención a que quien asume la 
carga de las resultas, por disposición genérica, es el poderdante, quien 
contrata asesoría y representación  proba, cualificada  e integra. 
 
12. Al abogado litigante le asiste una responsabilidad patrimonial cuando 
existiendo un contrato valido con su mandante,   realiza una conducta con 
culpa o dolo, se genera  un daño  cierto, personal y antijurídico al mandante 
y existe un nexo causal entre la conducta desplegada por el letrado y el 
daño generado,  lo cual daría al traste con la responsabilidad civil del 
abogado litigante y sobre la cual la cláusula limitativa o exonerativa de 
responsabilidad, atenúa o exonera de pago de perjuicios al togado. 
 
13. Dentro del litigio, la intervención del poderdante es necesaria en casos 
puntuales, donde el abogado litigante no puede vislumbrar someramente 
un resultado positivo del encargo y por el contrario, las decisiones que se 
requieran en ese tipo de circunstancias deberían estar sujetas a la 
anuencia informada de su apoderado. 
 
14. Así mismo, puede concluirse que la intervención expresa del mandante en 
la toma de aquellas decisiones que requieren su especial participación 
pueden eximir de responsabilidad al abogado litigante, siempre que este 
último haya realizado un estudio juicioso del problema, sus alternativas, 
pros y contras, y cuyo análisis sea trasmitido de forma detallada y 
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comprensible a su apoderado quien en ultimas con su consentimiento 
asumirá la responsabilidad de un posible fracaso en las pretensiones o 
excepciones. 
 
15. Aunado a los principios de libertad y autonomía que le asiste al abogado y 
a su deber de comunicación con su mandante, el letrado que no informe a 
su mandante de aquellos temas especiales que inmiscuyan decisiones 
sensibles y trascendentales que determinan el fracaso de las pretensiones 
o excepciones o alternativas que puedan atenuar los perjuicios, asume 
toda la responsabilidad sobre lo propio y es responsable patrimonialmente 
frente a su mandante por los daños causados. 
 
16. Se hace urgente, rememorar los cimientos y principios del quehacer del 
abogado litigante, materializarlos en la praxis y visibilizar la responsabilidad 
civil  que le asiste, exaltando que su servicio  está a disposición de 
personas con necesidades, expectativas y deseos apremiantes y urgentes,   
que deben ser la constante en el  horizonte del proceso asumido; un 
encargo personalizado y único, que lo  compromete en un despliegue de 
conocimiento, experiencia y profesionalismo del más alto nivel,  que exige 
del litigante el conocimiento de  sus obligaciones y deberes de conformidad 
con su Lex Artis, que en ultimas amalgama el marco legal que gobierna el 
ejercicio de la profesión  y que le exige dinamismo ante los cambios 
jurisprudenciales, legales, sociales  dentro de  un mundo de nuevas 
comunicaciones y tecnologías que exige la  autoconstrucción y reinvención  
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